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Bogotá D.C., octubre de 2025 
 
 
Señora Juez 
Dra. LORENA OSORIO BERMÚDEZ 
JUZGADO 607 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE BOGOTÁ D.C.  
E.                   S.                   D.  
 
 

 
REFERENCIA:  

 
Nulidad y restablecimiento del derecho   

RADICACIÓN:  11001333360720250012800  
DEMANDANTE:  ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SANITAS S.A.S. – EPS SANITAS S.A. 

EN INTERVENCIÓN BAJO LA MEDIDA DE TOMA DE POSESIÓN. 
 

DEMANDADO:  
 
 
 
ASUNTO: 

Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud – ADRES 
 
 
Contestación de la demanda 
 

 

 
KAREN ALEJANDRA PARRADO TRIANA, identificado con la cédula de ciudadanía No. 1.010.229.705 de Bogotá 
D.C., abogada en ejercicio con tarjeta profesional No. 325.025 del Consejo Superior de la Judicatura, conforme al 
poder especial otorgado por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 
DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES, por medio del presente escrito y 
encontrándome dentro de término de traslado, presento contestación de la demanda, en los siguientes términos: 
 
 

1. CONSIDERACIONES PREVIAS 
 

 
1.1. De la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES  
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 1753 de 2016 y atendiendo lo establecido en el artículo 
21 del Decreto 1429 de 2016 modificado por el artículo 1 del Decreto 546 de 2017, me permito informar que a partir 
del 01 de agosto de 2017, entró en operación la ADRES como una entidad adscrita al Ministerio de Salud y Protección 
Social, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente, encargada de ad-
ministrar los recursos que hacían parte del entonces Fondo de Solidaridad y Garantía - FOSYGA, los del Fondo de 
Salvamento y Garantías para el Sector Salud - FONSAET, los que financien el aseguramiento en salud, los copagos 
por concepto de prestaciones no incluidas en el plan de beneficios del Régimen Contributivo y los recursos que se 
recauden como consecuencia de las gestiones que realiza la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP). 
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En consecuencia, a partir de la entrada en operación de la ADRES y según lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 
1753 de 2015, debe entenderse suprimido el Fondo de Solidaridad y Garantía – FOSYGA y con este, la Dirección de 
Administración de Fondos de la Protección Social -DAFPS del Ministerio de Salud y Protección Social, tal como señala 
el artículo 5 del Decreto 1432 de 2016 modificado por el artículo 1 del Decreto 547 de 2017, y cualquier referencia 
hecha a dicho Fondo, a las subcuentas que lo conforman o a la referida Dirección, se deben entender a nombre de la 
ADRES, quien hará sus veces, tal como lo prevé el artículo 31 del Decreto 1429 de 2016. 
 
Finalmente, es preciso indicar que la ADRES cuenta con la página web: http://www.adres.gov.co, en la cual puede 
consultarse todo lo relacionado con su operación, su domicilio para todos los efectos legales es la Avenida Calle 26 
No. 69-76 piso 17, Edificio Elemento en la ciudad de Bogotá D.C. y su correo electrónico para notificaciones judiciales 
es notificaciones.judiciales@adres.gov.co.  
 
 

2. FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 

 
A continuación, me pronunciaré frente a cada una de las pretensiones, teniendo en consideración que el presente 
proceso se circunscribe a la nulidad parcial de la Comunicación UTF2014-OPE-24690 notificada el 16 de agosto 
de 2017, por medio de la cual la Unión Temporal FOSYGA 2014 le indicó los resultados del paquete «MYT04041704» 
y que versa sobre el recobro identificado con el número de radicado FOSYGA 124635211, ítem No.3. 
 
En esa medida, mi representada se opone a cada una de las pretensiones incoadas en la demanda en contra de la 
ADRES, por cuanto carecen de sustento constitucional y legal de acuerdo a los siguientes fundamentos fácticos y 
jurídicos. 
 

2.1. Pretensiones principales  
 
A LA PRETENSIÓN PRIMERA. Esta defensa se opone a que se declare la nulidad parcial de la comunicación 
UTF2014-OPE-24690 notificada el 16 de agosto de 2017, toda vez que el recobro identificado con el radicado 
FOSYGA No. 124635211, ítem No.3 no superó el proceso de auditoría integral por defectos imputables a la EPS, lo 
que imposibilita su pago. 
 
En primer lugar, es preciso señalar que, para que proceda el pago de las solicitudes de recobro, no basta con verificar 
si los servicios prestados están incluidos o no en el Plan Obligatorio de Salud (POS), hoy Plan de Beneficios en Salud 
(PBS). También deben cumplirse los demás requisitos establecidos en las normas que regulan la materia.  
 
En este sentido, es importante manifestar que, al revisar el apoyo técnico (ver archivo 
‘1000_Sanitas_012800_91_Reporte’) que se adjunta con el presente escrito de contestación de la demanda, se 
observa que la causal de glosa impuesta a la solicitud de recobro presentada por SANITAS EPS, no se refiere a la 
inclusión de servicios, actividades, intervenciones, procedimientos, insumos, medicamentos y demás prestaciones en 
el POS o PBS, toda vez que se impuso otro tipo de glosa, relacionada con aspectos del cumplimiento normativo, a 
saber: 
 

Tabla 1. Glosas aplicadas 
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RADICA-
CION_FS ITEM NOMBRE_MEDICA-

MENTO 
ID  

GLOSAS DESCRIPCION GLOSA OBSERVACION 

124635211 3 LYRICA 75 MG CAP-
SULAS 

3505 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La tecnología en salud recobrada 
no se encuentra ordenada en el fa-
llo de tutela y no se trata de un fallo 

de tutela no expreso o integral. 

3509 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La Tecnología en salud no POS re-
cobrada ordenada por fallo de tutela 
presenta alertas de seguridad, efec-

tividad y calidad emitidas por IN-
VIMA o no se encuentra habilitada 

en las normas del SGSSS. 
Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”,  hoja de cálculo “Detalle Glosas por Ítem” y ”Glosas Totales”. 

 
En consecuencia, se observa que la solicitud de recobro presentada no superó la auditoría integral debido a que no 
cumplía con la normatividad vigente. Entre las disposiciones aplicables se encuentra la Resolución No.3951 del 31 de 
agosto de 2016, entre otras, teniendo en cuenta la fecha en la que se prestó el servicio corresponde al 06 de octubre 
de 2016 y las fechas de radicación del recobro a surtir el trámite de auditoría integral fueron el 15 de noviembre de 
2016 y el 20 de abril de 2017, tal como se evidencia en el Apoyo Técnico proferido por la Dirección de Otras 
Prestaciones – DOP de la ADRES que se adjunta a esta contestación.  

 
Tabla 2. Fecha de radicación y prestación de servicio 

RADICACION_FS FECPRESTASERV FORMATO DE RADICACIÓN FECHA_DE_RADICACIÓN 

124635211 06/10/2016 
MYT02 15/11/2016 
MYT04 20/04/2017 

Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”, hoja de cálculo “Detalle”, columnas D y AH. 
 
Es preciso señalar que todo recobro debe someterse a un trámite de auditoría integral, conforme al procedimiento 
administrativo previsto en la normativa especial. Este procedimiento está debidamente regulado por el Estado 
mediante un proceso riguroso e ineludible, en el cual se evalúa la procedencia, el sustento jurídico, la veracidad y la 
validez del cobro, de acuerdo con las normas aplicables al flujo de caja y la utilización de los recursos públicos 
destinados al sector salud. Este procedimiento no puede ser omitido ni sustituido mediante el uso de la vía judicial en 
esta jurisdicción. 
 
En conclusión, la pretensión de nulidad parcial de la comunicación UTF2014-OPE-24690 del 16 de agosto de 2025 
no tiene vocación de prosperidad, toda vez que el recobro objeto de la demanda no superó el proceso de auditoría 
integral por presentar inconsistencias atribuibles a la EPS, las cuales impidieron su pago conforme a la normativa 
vigente. Las glosas impuestas obedecen a incumplimientos normativos y no únicamente a la inclusión de 
medicamentos o servicios en el PBS, sino también a aspectos relacionados con valores máximos de referencia, falta 
de soportes adecuados y otras exigencias legales.  
 
Además, se resalta que el procedimiento de auditoría constituye un requisito obligatorio, regulado por el Estado para 
garantizar la transparencia en el uso de recursos públicos, y no puede ser reemplazado por la vía judicial. Finalmente, 
debe advertirse que si bien no corresponde al ítem No. 3 objeto de litis, otros ítems del recobro No. 124635211 
obtuvieron valores aprobados, lo que evidencia que no hubo una negativa absoluta, sino un reconocimiento ajustado 
a las normas aplicables. 
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A LA PRETENSIÓN SEGUNDA. Esta defensa se opone al restablecimiento del derecho, consistente en el reintegro 
de los gastos que supuestamente incurrió la EPS por la cobertura de tecnologías no incorporadas en el Plan 
Obligatorio de Salud – POS (hoy Plan de Beneficios en Salud - PBS), toda vez dicha pretensión es de carácter 
accesorio y depende de la pretensión principal que no está llamada a prosperar. Ello, en la medida que la entidad 
demandante ya adelantó el trámite administrativo ante la ADRES, frente al cual se impusieron glosas que impidieron 
el pago de lo reclamado. 
 
En este sentido, debe precisarse que los gastos reclamados por la EPS en relación con tecnologías no incluidas en 
el POS constituyen una obligación meramente accesoria, cuya existencia está supeditada a la procedencia de la 
pretensión de nulidad parcial. No obstante, el recobro objeto de controversia no cumplió con los requisitos establecidos 
en la normatividad vigente para su reconocimiento y pago, conforme lo evidencia el Apoyo Técnico que se anexa 
‘1000_Sanitas_012800_91_Reporte’. En consecuencia, no procede el restablecimiento del derecho, que implique el 
pago de los valores glosados, intereses de mora, la compensación por pérdida del valor del dinero, los gastos 
administrativos o la indexación de valores. 
 
A LA PRETENSIÓN TERCERA. Esta defensa se opone a la pretensión de reconocimiento y pago a favor del 
demandante de gastos administrativos, ya que estos hacen parte de sus funciones y su objeto contractual.  
 
Conforme al artículo 14 de la Ley 1122 de 2007, el aseguramiento en salud incluye la administración del riesgo 
financiero y de salud, por lo tanto, en caso de presentarse la situación en que el pago de estas prestaciones 
económicas supere el monto de la provisión establecida, las EPS-EOC deberán asumir estos valores con los recursos 
propios de la entidad. 

 
“Artículo 14º. Organización del Aseguramiento. Para efectos de esta ley entiéndase por aseguramiento en salud, 
la administración del riesgo financiero, la gestión del riesgo en salud, la articulación de los servicios que garantice 
el acceso efectivo, la garantía de la calidad en la prestación de los servicios de salud y la representación del 
afiliado ante el prestador y los demás actores sin perjuicio de la autonomía del usuario. Lo anterior exige que el 
asegurador asuma el riesgo transferido por el usuario y cumpla con las obligaciones establecidas en los Planes 
Obligatorios de Salud. (…)” 

 
De acuerdo a lo anterior la ADRES, no es responsable del no reconocimiento de medicamentos, procedimientos, 
servicios y tratamientos que no se encuentran incluidos del Plan Obligatorio de Salud – POS, toda vez que la solicitud 
de recobro objeto de litis no superó el proceso de auditoría integral por defectos imputables a la entidad demandante, 
lo que imposibilita su pago. 
 
Reitero a su Despacho que la parte demandante, para alegar supuestos gastos administrativos, pasa por alto que el 
ítem 3 del recobro objeto de la presente litis no cumplió con los requisitos establecidos, debido al actuar descuidado 
de la EPS reclamante. Tales requisitos son los previstos por la ley para efectos de recobro. En consecuencia, no 
existe obligación alguna para mi representada de reconocer dichos valores. 
 
A LA PRETENSIÓN CUARTA. Esta defensa se opone a la condena del pago de intereses moratorios en atención a 
que el reajuste que se pretende es un hecho consecuencial, el cual por su naturaleza misma no puede subsistir sin 
una obligación principal a la cual se acceda y teniéndose que, por haberse recobrado conceptos improcedentes, la 
ADRES no le adeuda a la EPS demandante el valor reclamado a través del presente proceso. 
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Al respecto, es necesario precisar que los mismos son considerados como una obligación accesoria, razón por la cual, 
su naturaleza misma no puede subsistir sin una obligación principal a la cual acceda, y, teniéndose que, los recobros 
objeto de litis no cumplen con el lleno de requisitos establecidos en la normatividad sobre el tema para su 
reconocimiento y pago; de conformidad con la información suministrada en el Apoyo Técnico que se adjunta, no es 
procedente su reconocimiento en la medida que no cumplen con los requisitos establecidos en la ley, razón por la 
cual, al no existir obligación principal que se encuentre pendiente de pago, por sustracción de materia, no puede existir 
la obligación accesoria de pago de intereses, pérdida del valor del dinero, gastos administrativos o indexación de 
valores. 
 
Ahora bien, mediante el Decreto 1281 de 2002, el Gobierno Nacional expidió las normas que regulan el flujo de caja 
y la utilización oportuna y eficiente de los recursos del sector salud, para ello dispuso el término y el procedimiento 
para que las EPS hicieran la presentación de cuentas por ellos pagadas, con el objeto de realizar el respectivo recobro 
ente el extinto FOSYGA. 
 
El artículo 4 del Decreto Ley 1281 de 2002, dispone: 
 

“Artículo 4. Intereses moratorios. El incumplimiento de los plazos previstos para el pago o giro de los recursos de 
que trata este decreto causará intereses moratorios a favor de quien debió recibirlos, liquidados a la tasa de interés 
moratorio establecida para los tributos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.” 

 
El citado artículo establece de manera general la causación de intereses moratorios en caso de incumplimiento de los 
plazos previstos para el pago o giro de los recursos allí regulados. Sin embargo, es importante precisar que el 
reconocimiento y pago de intereses moratorios debe tener fundamento en una disposición legal expresa, lo cual no 
se desprende de la norma en comento. En efecto, el Decreto 1281 de 2002 no fija término alguno a la ADRES para el 
pago de recobros, ni siquiera alude a dicha figura, pues su ámbito se limitó a establecer reglas sobre la cancelación 
de recursos y la consecuencia derivada del incumplimiento de los plazos previstos en el propio decreto. En 
consecuencia, no resulta jurídicamente procedente extender la aplicación de la sanción moratoria prevista en su 
artículo 4 al ámbito de los recobros, dado que la norma nunca contempló dicha hipótesis. 
 
Así mismo, cabe recordar que es principio general del derecho que las disposiciones sancionatorias, son de 
interpretación restrictiva y por ello no admiten interpretación analógica respecto de los casos no contemplados en 
ellas, por lo que no resulta procedente el reconocimiento de intereses moratorios que el legislador previó para otro 
tipo de eventos, como lo es para el pago o giro de los recursos de que trata el Decreto 1281 de 2002. 
 
Adicionalmente, existen normas que regulan el procedimiento de recobro y establecieron un término de dos meses 
para informar al recobrante el resultado del proceso de auditoría, así mismo, disponen que aquellos recobros 
correctamente presentados, con aprobación de pago, deberán pagarse dentro del mismo término de dos meses, sin 
disponer que el incumplimiento de dicho plazo genere intereses de ninguna clase. 
 
Por lo anterior, mal puede interpretarse que la inobservancia del término previsto en las normas que regulan el 
procedimiento para estudiar la procedencia y pago de las solicitudes de recobro, le dan derecho per se, al pago de 
intereses moratorios consagrados en el artículo 4 del Decreto Ley 1281 de 2002. Se reitera que el reconocimiento y 
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pago de los mismos se supeditó según lo dispuesto en el propio artículo a que se cumplieran los plazos previstos en 
el decreto, por lo que no se previó ninguno a cargo de ADRES para el pago de los recobros, y por ende, la norma no 
tiene la virtualidad de dar derecho al reconocimiento de los intereses solicitados. 
 
Sobre este punto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera Subsección B, en sentencia del 20 
de junio de 2013 dentro del radicado 25000232600020090100700,  sobre el tema ahora debatido de intereses de 
mora adujo lo siguiente: 
 

“(…) Teniendo en cuenta lo anterior, y en concreto de la lectura y análisis del Decreto 1281 de 2002, advierte la 
Sala que en el mismo no se establece un término para el pago de la cuenta de recobro una vez son presentadas 
ante el administrador fiduciario del Fosyga, ni tampoco que con ocasión a un pago extemporáneo de la cuenta de 
recobro la EPS tenga derecho a que se le reconozca por el retardo en el pago unos intereses moratorios, pues el 
artículo 4 del decreto en mención únicamente hace referencia a la generación de dichos intereses en caso de que 
se incumpla los términos previstos en el decreto, y dado que en dicha normatividad no se establece e término con 
el que cuenta el Fosyga para pagar el recobro, estaríamos ante un vacío legal, toda vez que en las resoluciones 
que regulan el procedimiento y pago de las solicitudes de recobro, no se establece nada respecto de la generación 
de intereses moratorios por incumplimiento de estos términos. 
 
Por lo anterior, para la Sala resulta claro que no se les podría atribuir una omisión a las demandadas por el 
incumplimiento de sus deberes como lo alega la parte actora, al pagar tardíamente los recobros sin reconocerse 
intereses moratorios, toda vez que no existe norma expresa que le imponga dicha obligación a las demandadas, 
como precedentemente se señalaba. 
 
De otra parte, cabe señalar que jurisprudencialmente la Corte Constitucional y el Consejo de Estado ha aceptado 
el reconocimiento por vía judicial de las cuentas de recobro no pagadas en vía administrativa por el Ministerio de 
la Protección Social – Fosyga, pues el hecho de que los recobros hayan sido rechazadas por el Fosyga por 
extemporaneidad, en manera alguna impide que la EPS acuda a la jurisdicción a efectuar reclamación por vía 
judicial por el no pago de las mismas, no obstante, no se ha indicado por dichas corporaciones que sea procedente 
un eventual reconocimiento de intereses moratorios por el pago tardío de los recobros por parte del Fosyga”.  

 
Conviene recordar que es principio general de derecho que las disposiciones sancionatorias son de interpretación 
restrictiva y por ello no admiten aplicación analógica respecto de casos no contemplados en ellas, por lo que en 
consecuencia no resulta procedente aplicarles intereses a cobros del FOSYGA por medicamentos, servicios médicos 
y prestaciones de salud no incluidos en el POS con cargo a la UPC.  
 
 Finalmente, es preciso señalar que el parágrafo 5 del artículo 237 de la Ley 1955 de 2019 estableció la improcedencia 
de intereses de mora sobre aquellos recobros de los cuales se ordena el pago a causa de una orden judicial: 

 
“(…) PARÁGRAFO 5o. Las decisiones judiciales que ordenen el pago de recobros distintos se indexarán 
utilizando el Índice de Precios al Consumidor (IPC), sin lugar a intereses de mora.” 

 
 
A LA PRETENSIÓN QUINTA. Esta defensa se opone a la pretensión de reconocimiento de costas procesales y 
agencias en derecho, por carecer de fundamento jurídico y fáctico, en cuanto no se ha desplegado ningún tipo de 
conducta que amerite un pronunciamiento en dicho sentido. 
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A LA PRETENSIÓN SEXTA. Esta defensa se opone a la pretensión formulada, toda vez que se trata de una 
pretensión de carácter accesorio que corre la misma suerte de las principales. En consecuencia, al no existir mérito 
para que estas prosperen, según lo expuesto en los apartes precedentes, no hay lugar al cumplimiento de condena 
alguna 
 
A LA PRETENSIÓN SUBSIDIARIA. Esta defensa se opone a esta pretensión, específicamente lo que atañe a 
reconocimiento y pago aumentado con el Índice de Precios al Consumidor -IPC. 
 
Al respecto, es necesario precisar que lo pretendido es considerado como una obligación accesoria, razón por la cual, 
su naturaleza misma no puede subsistir sin una obligación principal a la cual acceda, y teniéndose que, el recobro 
objeto de litis no cumple con el lleno de requisitos establecidos en la normatividad sobre el tema para su 
reconocimiento y pago. 
 
Así las cosas, no es procedente su reconocimiento en la medida que no cumplen con los requisitos establecidos en 
la ley, razón por la cual, al no existir obligación principal que se encuentre pendiente de pago, por sustracción de 
materia, no puede existir la obligación accesoria por ningún concepto. 
 
 

3. FRENTE A LOS HECHOS 
 

 
AL HECHO PRIMERO. (5.1.) Es parcialmente cierto, ya que revisado el Apoyo Técnico proferido por la Dirección 
de Otras Prestaciones – DOP de la ADRES adjunto a esta contestación de la demanda, se advierte que la EPS 
presentó el ítem del recobro objeto de la presente demanda a través del mecanismo ordinario MYT021. El recobro No. 
124635211 estaba conformado por los siguientes ítems:  
 

Tabla 4. Ítems del recobro No. 124635211 

No. ítem NOMBRE_MEDICAMENTO FECPRESTASERV VALOR RECOBRADO 

1 SINALGEN® 5/325 TABLETAS 06/10/2016 $ 253.680 

2 BONVIVA TABLETAS RECUBIERTAS 150 MG 06/10/2016 $ 63.390 

3 LYRICA 75 MG CAPSULAS 06/10/2016 $ 44.250 

Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”, columnas U, AH, AO y AU. 
 
Ahora bien, frente al recobro No. 124635211, se logra observar en el apoyo técnico que el ítem 1, correspondiente al 
medicamento “SINALGEN® 5/325 TABLETAS”, tras surtir el trámite de auditoría integral, obtuvo aprobación y pago 
por cumplir a cabalidad con los requisitos establecidos en la normativa vigente para la fecha de prestación de los 
servicios y el manual de auditoría de recobros. No obstante, los ítems 2 y 3 no cumplieron con la totalidad de los 

 
1 El formato MYT02 es un formulario de solicitud de cobro/recobro por medicamentos, servicios o prestaciones de salud que NO están cubiertos por el 
plan de beneficios (NO POS), pero que fueron ordenados a través de un fallo de tutela. 
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requisitos establecidos en la normativa, por lo que en el trámite de auditoría integral les fueron impuestas las 
siguientes glosas: 
 

Tabla 5. Descripción glosas 
ÍTEM DESCRIPCION GLOSA 

2 3509 - El fallo de tutela y/o sus anexos no se aporta(n), o no contiene(n) la información requerida 

3 
3505 - El fallo de tutela y/o sus anexos no se aporta(n), o no contiene(n) la información requerida 
3509 - El fallo de tutela y/o sus anexos no se aporta(n), o no contiene(n) la información requerida 

Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”,  hoja de cálculo “Detalle Glosas por Ítem” y ”Glosas Totales”. 
 
AL HECHO SEGUNDO (5.2.) No me consta, se trata de hechos ajenos a mi representada, razón por la cual me 
atengo a lo que se pruebe en el presente proceso. Empero, se hace necesario indicar que en virtud de lo dispuesto 
por el artículo 182 de la Ley 100 de 1993, el Sistema General de Seguridad Social en Salud reconoce a cada EPS un 
valor per cápita denominado Unidad de Pago por Capitación UPC – cuyo reconocimiento y pago fue asignado a la 
ADRES en virtud de lo dispuesto en el literal c) de la Ley 1753 de 2015 -, la cual corresponde al valor anual que se 
reconoce por cada uno de los afiliados al SGSSS para cubrir las prestaciones del Plan de Beneficios en Salud en los 
regímenes contributivo y subsidiado.  
 
Una vez señalado lo anterior, es necesario precisar que si bien le corresponde al Estado garantizar una cobertura 
universal en la prestación del servicio de salud a tanto en el Régimen Contributivo como en el Régimen Subsidiado, 
no es menos cierto que, las Administradoras del Riesgo en Salud, como actoras directas del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y promotoras de un servicio público esencial como lo es la salud, deben cumplir y ceñirse 
a la normativa que fija el Estado como instrumento necesario para llevar a cabo la labor redistributiva y atenuar los 
efectos perversos del mercado. 
 
AL HECHO TERCERO (5.3.) No me consta, como ya se indicó, mi representada desconoce la relación contractual 
que tiene la EPS demandante con las IPS contratadas, razón por la cual la entidad actora debe indicar los nombres 
de sus prestadores a fin de que estos se sirvan informar al Despacho si se encontraban habilitados para prestar los 
servicios de salud contratados. Igualmente debe demostrar que efectivamente canceló a las IPS de su red de 
prestadores de servicios dichos medicamentos e insumos de los cuales pretende el reconocimiento y pago. 
 
AL HECHO CUARTO (5.4.) No me consta, como ya se indicó, mi representada desconoce la relación contractual 
que tiene la EPS demandante con las IPS contratadas, razón por la cual la entidad actora debe indicar los nombres 
de sus prestadores a fin de que estos se sirvan informar al Despacho si se encontraban habilitados para prestar los 
servicios de salud contratados. Igualmente debe demostrar que efectivamente canceló a las IPS de su red de 
prestadores de servicios dichos medicamentos e insumos de los cuales pretende el reconocimiento y pago. 
 
AL HECHO QUINTO. (5.5.) Es parcialmente cierto, toda vez que la EPS efectivamente realizó la radicación del 
recobro No. 124635211, sin embargo, es preciso señalar que como se señaló, el ítem 3 objeto de esta litis,  no superó 
la auditoría integral, como quiera que no cumplió con la normatividad vigente para la fecha de la prestación de los 
servicios (06 de octubre de 2016) y la fecha de radicación de los recobros (15 de noviembre de 2016 y 20 de abril de 
2017), tales como la Resolución No. 3951 de 2016, entre otros actos administrativos expedidos por el Ministerio de 
Salud y Protección Social, los cuales se detallarán a lo largo del presente documento, tal como se evidencia en el 
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Apoyo Técnico adjunto con esta contestación, en el cual se observan las falencias en las que incurrió la EPS 
conllevando así a que le fueran impuestas las siguientes glosas, veamos:  

 
Tabla 6. Glosas del ítem 3 del recobro No. 124635211 

RADICA-
CION_FS ITEM NOMBRE_MEDICA-

MENTO 
ID  

GLOSAS DESCRIPCION GLOSA OBSERVACION 

124635211 3 LYRICA 75 MG CAP-
SULAS 

3505 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La tecnología en salud recobrada 
no se encuentra ordenada en el fa-
llo de tutela y no se trata de un fallo 

de tutela no expreso o integral. 

3509 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La Tecnología en salud no POS re-
cobrada ordenada por fallo de tutela 
presenta alertas de seguridad, efec-

tividad y calidad emitidas por IN-
VIMA o no se encuentra habilitada 

en las normas del SGSSS. 
Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”,  hoja de cálculo “Detalle Glosas por Ítem” y ”Glosas Totales”. 

 
En virtud de lo anterior, el Apoyo Técnico adjunto contiene la trazabilidad del recobro y del ítem, es decir, los tipos de 
radicación, los códigos y la descripción de las glosas aplicadas, así como los valores recobrados y los valores 
glosados, en dicho documento se observan las falencias en la solicitud del recobro del medicamento ‘LYRICA 75 MG 
CAPSULAS’ radicado por la demandante, errores que únicamente son imputables a la EPS, y que impidieron el 
reconocimiento de los servicios recobrados.  
 
AL HECHO SEXTO (5.6.) Es parcialmente cierto, ya que la EPS demandante radicó ante la ADRES solicitud de 
reconocimiento del medicamento suministrado, sin embargo, dicho no cumplimentó los requisitos exigidos en el 
ordenamiento jurídico como lo manifiesta la EPS. 
 
Efectivamente, el ítem No. 3 del recobro No. 124635211, fue objeto de las mismas glosas en sus dos presentaciones, 
esto es en primera radicación mediante formato MYT01, en segunda presentación mediante formato MYT04, de modo 
tal que a pesar de surtir dos veces el trámite de auditoría integral, el ente auditor del FOSYGA evidenció las mismas 
falencias en la solicitud de recobro presentadas por la demandante, como quiera que i) La tecnología en salud 
recobrada no se encontraba ordenada en el fallo de tutela y no se trataba de un fallo de tutela no expreso o integral; 
y ii) la Tecnología en salud no POS recobrada ordenada por fallo de tutela presentaba alertas de seguridad, efectividad 
y calidad emitidas por INVIMA o no se encontraba habilitada en las normas del SGSSS. 
 
AL HECHO SÉPTIMO (5.7.) Es parcialmente cierto, en la medida en que la EPS demandante efectivamente radicó 
en segunda oportunidad, para surtir el trámite de auditoría integral, el ítem 3 del recobro No. 124635211. No obstante, 
no es cierto que las glosas impuestas fueran infundadas, pues, como se indicó en respuesta al hecho anterior, las 
observaciones formuladas en la primera presentación fueron ratificadas en la segunda radicación, con fundamento en 
la normatividad vigente para la fecha de prestación del servicio de salud (06 de octubre de 2016), esto es en la 
Resolución No. 3951 de 2016 y demás normas concordantes. 
 
AL HECHO OCTAVO (5.8.) Es parcialmente cierto, teniendo en cuenta que el resultado de auditoría de la segunda 
presentación del ítem 3, del recobro No. 124635211, objeto del presente proceso, efectivamente fue notificado 
mediante la comunicación No. UTF2014-OPE-24690, la cual fue expedida el 16 de agosto de 2017. No obstante, no 
es cierto que no se hayan tenido en cuenta las objeciones que fueron presentadas por la demandante. Al respecto, 
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es importante señalar que la ratificación de las glosas impuestas obedeció a que la EPS no cumplimentó con los 
requisitos señalados en la normatividad vigente para la fecha de prestación del servicio de salud (06 de octubre de 
2016), esto es en la Resolución No. 3951 de 2016 y demás normas concordantes. 
 
AL HECHO NOVENO (5.9.) Es cierto, teniendo en cuenta que el valor glosado y el valor reclamado por el ítem 3  del 
recobro No. 124635211, objeto de la demanda corresponde a los mismos valores relacionados en la demanda:  
 

Tabla 7. Valores de los recobros 
RADICACION_FS ÍTEM NOMBRE_MEDICAMENTO VALOR_RECOBRO VALOR_APROBADO_ITEM VALOR_GLOSADO_ITEM 

124635211 3 LYRICA 75 MG CAPSULAS $44.250 $ 0 $44.250 

TOTAL $44.250 $ 0 $44.250 
Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”,  hoja de cálculo “Consolidado”, columnas H,M y N. 

 
AL HECHO DÉCIMO (5.10.) Es cierto, teniendo en cuenta que la EPS no presentó objeción a las glosas impuestas 
mediante comunicación UTF2014-OPE-24690 del 16 de agosto de 2017, por lo que finalizó el procedimiento 
administrativo con esta decisión. 
 
A LOS HECHOS DÉCIMO PRIMERO, DÉCIMO SEGUNDO Y DÉCIMO TERCERO (5.11  al  5.13.) No me constan, 
la entidad demandante deberá probar que efectivamente incurrió esos gastos administrativos, y que fueron 
ocasionados por acciones imputables a esta Entidad. Es menester aclarar que las Entidades Prestadoras de Salud 
deben contar con el presupuesto administrativo, el personal suficiente e idóneo para asumir esta clase de 
contingencias. Hace parte de las obligaciones de la prestación del servicio de salud. Estos gastos administrativos 
hacen parte de sus funciones y en cumplimiento de su objeto, ya que por disposición legal, esto es, de conformidad 
con el artículo 14 de la Ley 1122 de 2007, el aseguramiento en salud incluye la administración del riesgo financiero y 
de salud, por lo tanto, y en caso de presentarse la situación en que el pago de estas prestaciones económicas supere 
el monto de la provisión establecida, las EPS - EOC deberán asumir estos valores con los recursos propios. 
 
 

4. MARCO LEGAL Y FUNDAMENTOS DE DEFENSA 
 

 
4.1. Etapas de radicación de la auditoría integral  

 
La auditoría integral, corresponde a la fase del proceso en donde se revisan las solicitudes presentadas por las 
entidades recobrantes, considerando tres aspectos a saber: técnico-médico, jurídico y financiero; los cuales se 
analizan de forma conjunta y completa, con el fin de obtener un resultado que da lugar al reconocimiento y pago de 
las tecnologías en salud NO POS o, por el contrario, el incumplimiento en alguno de los requisitos previstos que da 
como resultado la aplicación de una glosa. 
 
La normativa que estableció los requisitos y el procedimiento de radicación de los recobros fueron las Resoluciones 
N.º 3099 de 2008, 3754 de 2008 y 548 de 2010. Sin embargo, no es sino hasta en la Resolución N.º 5395 de 2013, 
que se establecen como tal las etapas de la radicación del recobro; el propósito fundamental era estandarizar los 
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criterios de verificación del cumplimiento de los requisitos previstos, de los recobros presentados ante el FOSYGA, 
señalados por las normas vigentes e instrucciones impartidas por el Ministerio de Salud y Protección Social y describir 
los lineamientos técnicos que servirán de base en la etapa de auditoría integral con el fin de obtener los resultados 
esperados por los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud en Salud –SGSSS, en especial las 
entidades recobrantes, en los tiempos y con la calidad que se requiere, salvaguardando los recursos públicos y 
mejorando el flujo efectivo y oportuno de los mismos.  
 
Es importante precisar, que el éxito del proceso de auditoría integral se encuentra ligado de manera directa a la 
responsabilidad que les asiste a las entidades recobrantes, en relación a la veracidad, claridad, consistencia y 
precisión de la información que se radica en las solicitudes, así como que ésta se realice dentro de los términos 
y condiciones que se indican en las normas expedidas por el Ministerio de Salud y Protección Social, para obtener los 
mejores resultados en el proceso de reconocimiento y pago de tecnologías en salud NO POS. 
 
Las etapas de radicación aplicables a los recobros objeto de controversia teniendo en cuenta la fecha de radicación, 
se encuentran establecidas en el artículo 39 de la Resolución No. 3951 de 2016, de la siguiente manera:   
 

Imagen 1. Etapa de la Auditoria Integral 

 
              Fuente: Elaborado con IA a partir de lo establecido en la Resolución No. 3951 del 31 de agosto de 2016 

 
PRE-RADICACIÓN: El objeto de esta etapa es validar la información registrada por la entidad recobrante con bases 
de datos con el fin de establecer la existencia del usuario, la consistencia de códigos, la procedencia o no del 
reconocimiento del recobro y las investigaciones administrativas o judiciales.   
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Esta etapa inicia con el registro de la información correspondiente a cada solicitud de recobro, por la entidad 
recobrante vía web en el sistema que implemente el Ministerio de Salud y Protección Social o la entidad que se defina 
para el efecto, siguiendo las instrucciones de la Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social. Y se 
valida conforme las bases de satos establecidas en el artículo 20 de la mencionada resolución como lo son_ BDUA, 
RNEC, CUM, SISMED.  El resultado de esta validación es el ingreso o no a la etapa de radicación. (Asignación número 
y formato) 
 
RADICACIÓN: El objeto de esta etapa es presentar ante el Ministerio de Salud y Protección Social o la entidad que 
se defina para el efecto, los formatos MYT y MYT -R, junto con los soportes en medio impreso o magnético, según 
corresponda. Los formatos se presentarán conforme a las especificaciones técnicas e instructivos que adopte la 
Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social. 
 
PREAUDITORÍA: El objeto de esta etapa es verificar que el recobro contenga los soportes mínimos para adelantar la 
verificación del cumplimiento de los requisitos esenciales para su pago y el cotejo de información y resultado respecto 
estos soportes, ejemplo: la ausencia de factura de venta.  
 
AUDITORÍA: El objeto de la etapa de auditoría integral es la verificación del cumplimiento de los requisitos esenciales 
para el pago de los recobros, esta auditoría se efectuará conforme al Manual adoptado para tal efecto y como resultado 
de esta tenemos los recobros aprobados y no aprobados.  
 
El resultado de la auditoría integral de los recobros se comunica al representante legal de la entidad recobrante, al 
domicilio y a la dirección electrónica informados, con el detalle del estado de cada solicitud de recobro y las causales 
de glosa que se hayan aplicado en medio magnético con la misma estructura presentada para la radicación, dentro 
de los tres (3) días siguientes al cierre efectivo del proceso de verificación. 
 
La comunicación contendrá la siguiente información: Fecha de expedición de la comunicación, Número de radicación 
de cada recobro Resultado de la auditoría integral por recobro: aprobado total, aprobado con reliquidación, aprobado 
parcial o no aprobado. 
 
Una vez recibida la comunicación de los resultados de la auditoría integral, la entidad recobrante tiene las siguientes 
opciones: 
 

- Si la entidad recobrante está de acuerdo con el resultado de la auditoría: Cuando el estado del ítem del 
recobro sea no aprobado y no presente objeción al resultado, se entenderán aceptadas las glosas y concluido 
el procedimiento de recobro  

- Si la entidad recobrante no está de acuerdo con el resultado de la auditoría: Cuando la entidad recobrante 
no esté de acuerdo con el resultado, puede realizar dentro de los dos meses siguientes al recibo de la 
comunicación, el proceso de “Objeción al resultado de auditoría”.  

 
Cabe resaltar que de cualquier modo esta objeción o subsanación a la glosa no revive términos, es decir, después de 
conocer el resultado de la auditoría, la EPS está facultada para acceder a la vía judicial en caso de que así lo considere, 
sin que sea necesario agotar esta etapa facultativa.  
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4.1.1. Mecanismos de radicación 

 
En consideración a la radicación de solicitudes de recobros, es necesario tener en cuenta que existen dos tipos de 
formatos, los cuales se clasifican conforme a los soportes allegados:  
 

- Mecanismos ordinarios de radicación: La radicación ordinaria de solicitudes de recobros presentadas por 
las Entidades se ajusta a lo estipulado por las distintas resoluciones que regulan la materia, esto es, de 
conformidad a los formatos de solicitud MYT 01 (cuando el soporte corresponda a Acta de CTC) y MYT02 
(cuando el soporte corresponda a fallo de tutela), definidos para la época de la radicación. 

 
- Mecanismos extraordinarios (facultativos): Son procedimientos excepcionales que el legislador previó 

para que las entidades recobrantes o reclamantes presentaran nuevamente ante el Fondo de Solidaridad y 
Garantía (FOSYGA), o la entidad que asuma sus funciones (actualmente la ADRES), solicitudes de recobros 
que previamente no habían superado el proceso de auditoría integral. Estos mecanismos tienen como 
objetivo abordar el rezago de recobros glosados que, en su esencia, cumplían los requisitos normativos para 
su reconocimiento y pago.  
 

 
5. ARGUMENTOS DE DEFENSA 

 
 

5.1. Del recobro objeto de litis 
 

De conformidad con el Apoyo Técnico emitido por la Dirección de Otras Prestaciones de la ADRES, respecto del ítem 
del recobro objeto de la demanda, se advierte que ante el ente auditor del FOSYGA, la EPS efectuó una radicación 
mediante el formato MYT02. Al revisar la información suministrada por la citada Dirección se glosaron los siguientes 
valores a la demandante: 
 

Tabla 8. Consolidado valor de los recobros 

No. recobro  VALOR RADICADO PRIMERA 
PRESENTACIÓN VALOR APROBADO VALOR GLOSADO 

124635211 
 Ítem 3 $ 44.250 $ 0 $ 44.250 

Fuente: Elaboración a partir del apoyo técnico ‘1000_Sanitas_012800_91_Reporte’ 
 
Que se presentó el ítem No. 3 del recobro No. 124635211, tras surtir el trámite de auditoría integral, obtuvo como 
resultado un estado de NO APROBADO. 
 
5.2. De las glosas impuestas como resultado de la auditoría 
 
Teniendo en cuenta lo expuesto en líneas anteriores, se advierte que la solicitud de recobro presentada por la EPS 
no superó el trámite de auditoría integral, en tanto, no cumplió con la normatividad vigente aplicable para la fecha de 
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prestación de los servicios, que en el caso concreto corresponde al 06 de octubre de 20162, así como la fecha de 
radicación de los recobros realizada el 15 de noviembre de 20163. Entre las normas aplicables se encuentran la Re-
solución No. 3951 de 2016, la cual regula las etapas de verificación, control, reconocimiento y pago de los servicios o 
tecnologías en salud no cubiertas en el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC. 
 
Ahora bien, identificada la norma aplicable al caso objeto de litigio, resulta necesario verificar los Manuales de Audi-
toría, pues en estos se definen y establecen los criterios de auditoría que permiten evaluar el cumplimiento de los 
requisitos esenciales de las tecnologías en salud no financiadas con recursos de la UPC y servicios complementarios. 
 
En línea con anterior, conforme el Manual de Integral de Recobros por Tecnologías en Salud No Incluidas en el 
Plan de Beneficios4, entiéndase por glosa como el resultado de la auditoría integral que señala el incumplimiento de 
uno o varios requisitos exigidos por la normativa para el reconocimiento y pago de un recobro/cobro. Al respecto, debe 
indicarse que las distintas causales de glosa han sido desarrolladas en diferentes resoluciones, en las que se han 
creado, modificado o suprimido requisitos o datos solicitados con la presentación del recobro y adicionalmente se ha 
designado un número denominado ID GLOSA para identificar la glosa impuesta.  
 
Respecto del ítem del recobro objeto de litis, una vez revisado el Apoyo Técnico emitido por la la Dirección de Otras 
Prestaciones – DOP de la ADRES, en la hoja de cálculo “Glosas”, se observa que en el trámite de auditoría integral 
realizado le fueron impuestas las siguientes glosas:  
 

Tabla 10. Glosas impuestas al ítem objeto de litis 
RADICA-
CION_FS ITEM NOMBRE_MEDICA-

MENTO 
ID  

GLOSAS DESCRIPCION GLOSA OBSERVACION 

124635211 3 LYRICA 75 MG CAP-
SULAS 

3505 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La tecnología en salud recobrada 
no se encuentra ordenada en el fa-
llo de tutela y no se trata de un fallo 

de tutela no expreso o integral. 

3509 
El fallo de tutela y/o sus anexos no 
se aporta(n), o no contiene(n) la in-

formación requerida 

La Tecnología en salud no POS re-
cobrada ordenada por fallo de tutela 
presenta alertas de seguridad, efec-

tividad y calidad emitidas por IN-
VIMA o no se encuentra habilitada 

en las normas del SGSSS. 
Fuente: Apoyo técnico “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”,  hoja de cálculo “Detalle Glosas por Item” y ”Glosas Totales”. 

 
Por lo cual, se realizará el análisis de cada una de las glosas impuestas, información que reposa en las hojas de 
cálculo “Detalle Glosas por Ítem” y “Glosas Totales” del Apoyo Técnico que se adjunta a la presente contestación, 
veamos:  
 
 
 
 
 

 
2 Hoja de Cálculo “Detalle”, columna AH “FECPRESTASERV” del Apoyo Técnico. 
3 Hoja de Cálculo “Detalle”, columna D “FECHA_DE_RADICACIÓN” del Apoyo Técnico. 
4 https://www.adres.gov.co/eps/recobros/Manuales/Forms/AllItems.aspx  
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5.2.1. GLOSA 3505 – “El fallo de tutela y/o sus anexos no se aporta(n), o no contiene(n) la información 
requerida”  

 
Al ítem No. 3 del recobro No. 124635211, mediante el cual la EPS demandante pretende el reconocimiento y pago 
del medicamento ‘LYRICA 75 MG CAPSULAS’, le fue impuesta la glosa en comento en atención a que el medicamento 
no se encontraba ordenado en el fallo de tutela y no se trataba de un fallo de tutela no expreso o integral. 
 
Al respecto, es importante señalar que la Resolución No. 3951 de 2016 definió el recobro como: 
 

Recobro. Solicitud presentada por una entidad recobrante ante el Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, o quien 
haga sus veces, a fin de obtener el pago de cuentas por concepto de servicios o tecnologías en salud no cubiertas en 
el plan de beneficios en salud con cargo a la UPC, cuyo suministro fue garantizado a sus afiliados y prescrito por el 
profesional de la salud u ordenados por fallos de tutela. (negrita y subrayado fuera del texto original) 

 
Así las cosas, se tiene que las solicitudes de recobro deben sustentarse por las EPS recobrantes bien sea en un acta 
de Comité Técnico Científico, o en un fallo de tutela, requisitos esenciales que a su vez se encuentran consignados 
en el artículo 35, numeral 3 de la Resolución en comento, Para demostrar la existencia de la respectiva obligación de 
reconocimiento y pago del servicio no cubierto por el PBS. 
 
Resulta pertinente señalar que el Sistema General de Seguridad Social en Salud dispone de recursos de naturaleza 
pública y carácter limitado, cuya destinación específica ha sido establecida desde la Ley 100 de 1993. En consecuen-
cia, es indispensable que los medicamentos, servicios y tecnologías en salud cuyo recobro se pretenda con cargo al 
Sistema cuenten con soportes claros, completos y idóneos, que garanticen la transparencia y adecuada trazabilidad 
en el uso de dichos recursos. Lo anterior, con el propósito de evitar su malversación o destinación indebida, y de 
asegurar que los fondos disponibles se empleen eficazmente en la protección del derecho fundamental a la salud de 
todos los habitantes, en armonía con los principios propios de un Estado Social de Derecho. 
 
Es por lo anterior, que se hace necesario e indispensable que los recobros presentados respecto de los medicamentos 
y/o servicios no incluidos en el PBS que se hayan reconocido por vía de acción de tutela, se encuentren expresamente 
señalados en la parte resolutiva del fallo de tutela o que se trate de un fallo de carácter no expreso o integral. 
 
Ahora bien, en la misma línea, el Manual de Auditoría Integral de Recobros, señaló respecto de los recobros presen-
tados mediante formato MYT02, por fallo de acción de tutela lo siguiente: 

 
Imagen 2.  Identificación de la glosa ID 3505 
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Fuente.  MANUAL DE AUDITORÍA INTEGRAL DE RECOBROS POR TECNOLOGÍAS EN SALUD NO INCLUÍDAS EN EL PLAN DE BENEFICIOS, MSPS 

 
De lo anterior se colige, que para la fecha de prestación de servicios, esto es 06 de octubre de 2016, como requisito 
esencial para el reconocimiento de los servicios, medicamentos y/o tecnologías en salud recobradas al SGSSS, con 
ocasión a un fallo de tutela, en Ente auditor revisaba que el servicio en salud brindado se encontrara ordenado de 
forma taxativa o se tratase de un fallo integral.  
 
Para el caso concreto, se tiene que el medicamento ‘LYRICA 75 MG CAPSULAS’, es recobrado por la EPS deman-
dante, quien señala que es procedente su reconocimiento en atención a que lo otorgó a su afiliada, MALFITANO DE 
TAYLOR LUISA, identificada con la C.C. No. 29214913 con ocasión al fallo de tutela del 26 de febrero de 2007, 
proferido por el Juzgado Civil Municipal Cali (Santiago de Cali) – Valle.  
 
Así las cosas, revisadas las imágenes del recobro No. 124635211, arrimadas por la demandante a su honorable 
Despacho, se observa el siguiente fallo de tutela:  
 

Imagen 3. Fallo de tutela recobro No. 124635211 
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Fuente. Fallo de tutela recobro No. 124635211, imágenes anexas a la demanda 

Si bien en el fallo de tutela se amparó el derecho fundamental a la salud de la paciente Luisa Falfitano de Taylor, en 
relación con una cirugía bariátrica con banda gástrica ajustable, disponiéndose la garantía de un tratamiento in-
tegral hasta su total recuperación, lo cierto es que la prestación objeto de recobro no guarda relación con dicha 
orden judicial. 

En efecto, la sentencia fue proferida por el Juez de tutela el 26 de febrero de 2007, mientras que el medicamento 
recobrado por la EPS demandante corresponde a una prestación de servicio del 6 de octubre de 2016, esto 
es, más de nueve años después de haberse proferido el fallo, sin que se evidencie continuidad asistencial o relación 
directa con la patología que motivó la intervención quirúrgica. 

De otro lado, el medicamento ‘LYRICA 75 MG CÁPSULAS’, cuyo principio activo es la pregabalina, actúa sobre el 
sistema nervioso central y se utiliza principalmente para el tratamiento de dolor neuropático, epilepsia o trastornos 
de ansiedad, condiciones que no se derivan ni guardan nexo causal con la cirugía bariátrica ni con el procedimiento 
ordenado en sede de tutela. 

En este sentido, y conforme al principio de integralidad previsto en el artículo 2 de la Ley 100 de 1993, la atención 
en salud debe comprender las acciones necesarias para la recuperación del paciente de manera coherente, continua 
y articulada frente a la patología de origen. Por tanto, en el caso concreto, dicho principio no puede extenderse a 
prestaciones aisladas y posteriores que no guarden correspondencia con el tratamiento integral tutelado, razón por 
la cual no resulta procedente el reconocimiento ni el recobro del medicamento reclamado. 

Finalmente, debe recordarse que los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud son de naturaleza 
pública, limitados y de destinación específica, conforme a la Ley 100 de 1993 y al artículo 48 de la Constitución Política, 
por lo que solo pueden destinarse a la financiación de servicios y tecnologías efectivamente cubiertos y debidamente 
soportados. En consecuencia, acceder al pago de una prestación no relacionada con la orden de tutela ni con la 
patología tratada implicaría desconocer los principios de legalidad del gasto y sostenibilidad financiera del sistema, 
así como vulnerar los criterios de eficiencia y destinación adecuada de los recursos públicos. 
 

5.2.2. GLOSA 3509 – “La Tecnología en salud no POS recobrada ordenada por fallo de tutela presenta 
alertas de seguridad, efectividad y calidad emitidas por INVIMA o no se encuentra habilitada en 
las normas del SGSSS.” 

 
Tal como se señaló en el acápite que precede la Resolución No. 3951 de 2016 reguló el procedimiento de acceso, 
reporte de prescripción, suministro, verificación, control, pago y análisis de la información de servicios y tecnologías 
en salud no cubiertas por el plan de beneficios con cargo a la UPC, aplicable al caso concreto por la fecha de presta-
ción de servicios, 06 de octubre de 2016 y la fecha de radicación al trámite de auditoría integral 15 de noviembre de 
2016 y 20 de abril de 2017.  
 
En dicho contexto regulador, la precitada normativa exige ciertos requisitos para que una prestación pueda ser objeto 
de recobro, entre ellas, algunos requisitos para realizar la prescripción de servicios y/o medicamentos no cubiertos 
por el POS, así:  
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ARTICULO 9. Requisitos para realizar la prescripción de servicios y tecnologías en salud no cubiertas en el Plan de 
Beneficios en Salud con cargo a la UPC. La prescripción de servicios y tecnologías en salud no cubiertas en el 
plan de beneficios en salud con cargo a la UPC, deberá en cualquier caso observar los siguientes requisitos: 
… 
2. Que el uso, ejecución o realización del servicio o tecnología en salud no cubierta en el plan de beneficios en 
salud con cargo a la UPC haya sido autorizado por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Ali-
mentos, Invima, en el caso de medicamentos o dispositivos o las demás entidades u órganos competentes en el país 
según sea el caso. (negrita y subrayado fuera del texto original).  

 
Así las cosas, si tiene que para la prescripción de servicios en salud era también necesario que dichos se encontraran 
autorizados por el INVIMA.  
 
En el caso concreto, se observa que mediante el ítem 3 del recobro No. 124635211, la demandante pretende el 
reconocimiento y pago del medicamento ‘LYRICA 75 MG CAPSULAS’, sin embargo, una vez consultado en la página 
del INVIMA5, se logra evidenciar la siguiente anotación: 
 

Imagen 4. Observaciones del INVIMA, medicamento LYRICA 75 MG CAPSULAS 

 
Fuente: Página de consulta del INVIMA, Sistema de Trámites en Línea 

 
Así las cosas, el INVIMA realizó la alerta de posibilidad de ser suspendido o cancelado de acuerdo con el resultado 
de la evaluación de riesgo, en atención a que según Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos la 
‘LYRICA 75 MG CAPSULAS’, con su principio activo PREGABALINA, cuenta con efectos adversos graves y poten-
cialmente mortales, razón por la cual su uso exige un estricto control médico y farmacológico, así como una evaluación 
individualizada del riesgo-beneficio antes de su prescripción. 
 

 
5 https://consultaregistro.invima.gov.co/Consultas/consultas/consreg_encabcum.jsp  
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Este tipo de advertencias refuerza la necesidad de que toda tecnología en salud cuente con registro sanitario vigente 
del INVIMA, conforme a la Resolución No. 3951 de 2016, dado que dicho registro constituye el mecanismo estatal 
que garantiza la seguridad, eficacia y calidad del medicamento y permite la trazabilidad de las alertas o modificaciones 
de seguridad comunicadas por la autoridad sanitaria. 
 
En conclusión, el reconocimiento y pago del recobro identificado con el ítem No. 3 del No. 124635211 resulta impro-
cedente, toda vez que el medicamento ‘LYRICA 75 MG CÁPSULAS’ no fue ordenado en el fallo de tutela que sirve 
de sustento a la reclamación y, adicionalmente, presenta alertas de seguridad emitidas por el INVIMA, que restringen 
su uso por los riesgos graves asociados a su principio activo. El trámite de auditoría integral adelantado por la ADRES 
se desarrolló conforme a derecho, verificando de manera rigurosa los criterios financiero, jurídico y médico, conforme 
a lo previsto en la Resolución 3951 de 2016 y el Manual de Auditoría Integral de Recobros, los cuales exigen que las 
prestaciones no cubiertas con cargo a la UPC cuenten con soporte legal, técnico y sanitario suficiente. En ese orden, 
al no acreditarse la existencia de una orden judicial que ampare la entrega del medicamento ni el cumplimiento de los 
requisitos normativos y de seguridad sanitaria, el ente auditor actuó dentro del marco legal al mantener la glosa im-
puesta y negar el reconocimiento del recobro. 
 
 

6. EXCEPCIONES DE FONDO 
 

6.1. Legalidad del acto administrativo 
 
Para el presente caso, la EPS demandante pretende que se declare la nulidad parcial de la Comunicación UTF2014-
OPE-24690 del 16 de agosto de 2017 y en consecuencia, a título de restablecimiento del derecho solicita el reintegro 
de los gastos en que incurrió por la cobertura de la tecnología recobrada, para lo cual alega como concepto de viola-
ción: i) Violación de normas superiores; ii) Violación del debido proceso; iii) Expedición en forma irregular de las co-
municaciones, y iv) Falsa motivación. 
 
Conforme a lo expuesto en el acápite anterior, es dable sostener que no le asiste razón a la parte demandante cuando 
afirma que el acto administrativo objeto de reproche incurre en falsa motivación, en la medida que las glosas aplicadas 
a la solicitud de recobro objeto de litigio se fundamentaron en hechos verificables y en normas vigentes para la fecha 
de prestación y radicación (06 de octubre de 2016). Tal como consta en el Apoyo Técnico de la Dirección de Otras 
Prestaciones.  
 
Las inconsistencias detectadas correspondieron, a: i) la tecnología en salud recobrada no se encuentra ordenada en 
el fallo de tutela y no se trata de un fallo de tutela no expreso o integral; ii) la Tecnología en salud no POS recobrada 
ordenada por fallo de tutela presenta alertas de seguridad, efectividad y calidad emitidas por INVIMA o no se encuentra 
habilitada en las normas del SGSSS. 
 
De igual manera, es impreciso sostener que los actos cuestionados desconocieron la Constitución o la Ley 1751 de 
2015 (Ley Estatutaria de Salud). El ente auditor en cumplimiento del mandato contractual adelantó la auditoría integral, 
velando así por la correcta utilización de los recursos públicos del sistema, los cuales tienen carácter parafiscal y 
finalista. De ahí que los pagos solo puedan efectuarse cuando los recobros cumplen estrictamente con los requisitos 
legales y reglamentarios. El artículo 48 de la Constitución consagra la sostenibilidad financiera del Sistema General 
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de Seguridad Social, principio que se vería comprometido si se reconocieran solicitudes de recobro que exceden 
valores máximos fijados por la autoridad competente o que carecen de soportes válidos. 
 
En este sentido, la motivación de los actos administrativos es clara, objetiva y ajustada a derecho: la solicitud fue 
glosada no por un capricho de la Administración, sino por el incumplimiento verificable de requisitos esenciales. Pre-
tender lo contrario equivaldría a aceptar recobros que contravienen las disposiciones legales, afectando la transpa-
rencia, la equidad y la destinación específica de los recursos del sistema de salud. 
 
Ahora bien, no es cierto como alude la demandante, que los actos administrativos carecieron de motivación suficiente, 
es importante señalar que junto a las comunicaciones de los resultados de auditoría se allegaba a la EPS recobrante 
en medio magnético una base de datos con la relación de cada uno de los recobros que habían surtido el trámite de 
auditoría integral dentro del paquete comunicado a la EPS. 
 
Asimismo, es importante señalar que cada una de las glosas impuestas en el trámite de auditoría integral se funda-
menta en lo reglado en la normatividad vigente para la fecha de prestación de los servicios, tal como se mencionó a 
lo largo del presente documento, en la Resolución No. 3951 de 2016, así como en el Manual de Auditoría Integral de 
Recobros por Servicios no Incluidos en el Plan de Beneficios en Salud con cargo a la UPC.  
 
Así las cosas, resulta evidente que la comunicación cuestionada no se encuentra inmersa en ninguna de las causales 
de nulidad invocadas por la parte demandante, pues se expidió con plena observancia del procedimiento establecido 
en la Resolución No. 3951 de 2016, norma especial que regulaba el trámite de recobros, y se encuentra debidamente 
motivada en hechos ciertos y en disposiciones jurídicas aplicables. De igual manera, no se acreditó vulneración alguna 
a normas constitucionales, legales o reglamentarias, ni se desvirtuó la presunción de legalidad que ampara a los actos 
administrativos, razón por la cual la comunicación conserva plena validez jurídica y se deben desestimar las preten-
siones de la demanda. 
 

6.2. Inexistencia de la obligación 
 
En el caso particular, no existe obligación de pago por parte de la Administradora de los Recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud (ADRES) hacia la EPS demandante. No se puede alegar la existencia de tal obligación, 
dado que el no reconocimiento y pago se deben a la propia culpa de la demandante, especialmente cuando el recobro 
presentado no cumplió con los requisitos legales exigidos para ello, lo que impide un pago que nadie adeuda. 
 
De haberse cumplido por parte de la demandante con los requisitos y exigencias previstos en la normativa legal 
vigente, los cuales son necesarios para que la administración ordene el correspondiente pago, el Ente Auditor no 
habría impuesto glosa al recobro presentado. En consecuencia, se concluye de manera necesaria que la Entidad que 
represento no debe reconocer a la EPS actora valor alguno reclamado en este proceso. 
 
Conforme a esto, es preciso señalar que la solicitud de recobro presentada no superó la auditoría integral como quiera 
que no cumplió con la normatividad vigente para la fecha de la prestación de los servicios, como la Resolución No. 
3951 de 2016, así como el Manual de Auditoría Integral de Recobros, tal como se evidencia en el Apoyo Técnico 
adjunto con esta contestación, en el cual se observan falencias en la solicitud de recobro únicamente imputable a la 
EPS que impidió su reconocimiento; razón por la cual, no fue aprobado. 
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En este orden de ideas, no puede la demandante alegar una obligación de pago con cargo a los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, por el simple hecho de no obtener el pago reclamado, cuando no le asistía el 
derecho de recobrar.  
 
Aunado lo anterior, se concluye que los perjuicios alegados por la entidad demandante provienen exclusivamente de 
su actuación, ya que, de conformidad a lo indicado, los servicios de los cuales se pretende el reconocimiento y pago 
fueron glosados en el trámite de auditoría integral por no cumplir los requisitos exigidos para su reconocimiento. 
 

6.3. Improcedencia del pago de intereses moratorios 
 
Sobre el particular el Tribunal Superior de Bogotá, sala Laboral de Descongestión– mediante sentencia de 31 de mayo 
de 2013 (Radicado 110013105017201000267-01) por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación incoado 
por Sanitas EPS, en un proceso Ordinario laboral por recobros contra el Ministerio de Salud y Protección Social – 
FOSYGA- aludió que, al tratarse de circunstancias no previstas por el legislador, esto es, de las prestaciones en salud 
no incluidas en el plan de beneficios, no hay lugar al reconocimiento de intereses moratorios, pues al FOSYGA no le 
pueden ser aplicadas medidas sancionatorias que legalmente resultan aplicables a los eventos de reconocimiento de 
prestaciones asistenciales que si están inmersas en dicho plan.  
 
Al respecto, sostuvo:  
 

“Ahora bien, el artículo 4 del Decreto anteriormente mencionado (haciendo alusión al Decreto 1281 de 2002) y 
sobre el cual sustenta el demandante sus pedimentos indica que  
 
(…) 
De conformidad con lo expuesto anteriormente, fácilmente se puede observar que como bien lo señaló el a quo, 
dicha normatividad aplica respecto del pago o giro de recursos, correspondientes a las diferentes cuentas del 
FOSYGA, quien además realizara el pago de los recobros a las EPS por el suministro de prestaciones que no se 
encuentran incluidas en el POS que fueron precisamente autorizadas por los Comités Técnico científicos u orde-
nadas a través de fallos de los jueces de la república en procura de la salvaguarda de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos a través de los innumerables fallos de tutela, por lo que considera esta colegiatura que los 
presupuestos normativos bajo los cuales esta cimentada la demanda, o están acordes con el sentido que debe 
darse a la normatividad anteriormente señalada por cuanto dicha normatividad no admite aplicación analógica 
como lo pretende el demandante.” 

 
Y es que si se mira con atención el Decreto 1281 de 2002, por medio del cual se expidieron las normas que regulan 
los flujos de caja y la utilización oportuna y eficiente de los recursos del sector salud, dicha normativa tuvo una razón 
de ser y no es otra distinta a la facultad extraordinaria que dispuso el congreso a través de la ley 715 de  2001 para 
que el presidente en el término de 6 meses expidiera normas encaminadas a regular los flujos de caja, la utilización 
oportuna del sector salud y la utilización de la prestación del servicio a la población del país  
 
Teniendo en cuenta lo hasta aquí expuesto entonces es menester observar que la disposición que concedió la facul-
tada extraordinaria al presidente fue demandada y la Corte Constitucional en sentencia C- 1028 de 2002 la declaró 
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exequible porque ordenaba 3 puntos concretos que debían ser regulados por el ejecutivo, y así lo sostuvo dicha 
corporación:  
 

- FLUJOS DE CAJA  
- UTILIZACIÓN OPORTUNA Y EFICIENTE DE OS RECURSOS DEL SECTOR SALUD  
- UTILIZACIÓN DE LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS A LOS HABITANTES DEL PAÍS  

 
Y específicamente frente a los flujos de caja dicha corporación sostuvo: 
 

“(…) la regulación de los flujos de caja está referida al manejo eficiente de los recursos del sector de la salud en 
el ámbito territorial en procura del mejoramiento sustancial en la calidad de vida de la comunidad, emitiendo un 
mayor acceso a los servicios que debe prestar el estado en el campo de la salud” de donde se deriva una refe-
rencia clara en materia PRESTACIONAL, y no de las acciones que adelantaba el FOSYGA hoy ADRES.”  

 
Vale la pena destacar que el artículo 4º habla de la aplicación de intereses para los términos que dispone el Decreto 
y si se analiza el decreto, solo se evidencia 4 tipo de términos.  
 

1. El tiempo de radicación de las EPS que corresponde a los 6 meses siguientes a la prestación del servicio 
2. El termino para la devolución de recursos si se detecta que hay apropiación indebida 
3. El termino para que las EPS y las EOC cancelen al fosyga la diferencia de las cotizaciones y la UPC 
4. El termino con que se cuenta para el traslado del punto de solidaridad por aportes a seguridad social al fosyga 

 
Así al no aludirse de forma taxativa la aplicación de términos para el pago de recobros mal haría el operador judicial 
en proferir una condena que la Ley no le autoriza máxime cuando están en riesgo recursos del SGSSS.  
 
Sobre este punto, el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Tercera Subsección B con ponencia del 
Dr. Carlos Alberto Vargas Bautista en sentencia del 20 de junio de 2013 dentro del radicado 
25000232600020090100700, Demandante: EPS SANITAS S.A., Demandado:  Ministerio de la Protección Social so-
bre el tema ahora debatido de intereses de mora adujo:  
 

“Teniendo en cuenta lo anterior, y en concreto de la lectura y análisis del Decreto 1281 de 2002, advierte la Sala 
que en el mismo no se establece un término para el pago de la cuenta de recobro una vez son presentadas ante 
el administrador fiduciario del Fosyga, ni tampoco que con ocasión a un pago extemporáneo de la cuenta de 
recobro la EPS tenga derecho a que se le reconozca por el retardo en el pago unos intereses moratorios, 
pues el artículo 4 del decreto en mención únicamente hace referencia a la generación de dichos intereses en caso 
de que se incumpla los términos previstos en el decreto, y dado que en dicha normatividad no se establece e 
término con el que cuenta el Fosyga para pagar el recobro, estaríamos ante un vacío legal, toda vez que en las 
resoluciones que regulan el procedimiento y pago de las solicitudes de recobro, no se establece nada respecto 
de la generación de intereses moratorios por incumplimiento de estos términos. 
 
Por lo anterior, para la Sala resulta claro que no se les podría atribuir una omisión a las demandadas por 
el incumplimiento de sus deberes como lo alega la parte actora, al pagar tardíamente los recobros sin 
reconocerse intereses moratorios, toda vez que no existe norma expresa que le imponga dicha obligación 
a las demandadas, como precedentemente se señalaba. 
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De otra parte, cabe señalar que jurisprudencialmente la Corte Constitucional y el Consejo de Estado ha aceptado 
el reconocimiento por vía judicial de las cuentas de recobro no pagadas en vía administrativa por el Ministerio de 
la Protección Social – Fosyga, pues el hecho de que los recobros hayan sido rechazadas por el Fosyga por ex-
temporaneidad, en manera alguna impide que la EPS acuda a la jurisdicción a efectuar reclamación por vía judicial 
por el no pago de las mismas, no obstante, no se ha indicado por dichas corporaciones que sea procedente un 
eventual reconocimiento de intereses moratorios por el pago tardío de los recobros por parte del Fosyga”. (Negrilla 
extra texto).  

 
Así las cosas, debe observarse que las normas taxativas y aplicables para recobros como la Resolución No. 3099 de 
2008 o la Resolución No. 5395 de 2013 en manera alguna alude el reconocimiento y pago de intereses de mora con 
cargo a los recursos del entonces FOSYGA razón por la cual se sustenta entonces su improcedencia  
 
Finalmente Conviene recordar que es principio general de derecho que las disposiciones sancionatorias son de inter-
pretación restrictiva y por ello no admiten aplicación analógica respecto de casos no contemplados en ellas, por lo 
que en consecuencia no resulta procedente aplicarles INTERESES a cobros del FOSYGA por medicamentos, servi-
cios médicos y prestaciones de salud incluidos en el POS con cargo a la UPC. Además, es preciso señalar que la ley 
1955 de 2019, en su artículo 237, parágrafo 5, dispuso: 
 

“PARÁGRAFO 5o. Las decisiones judiciales que ordenen el pago de recobros distintos se indexarán utilizando el 
Índice de Precios al Consumidor (IPC), sin lugar a intereses de mora. 

 
Estableciéndose de esta manera la improcedencia de intereses de mora sobre aquellos recobros de los cuales se 
ordena el pago a causa de una orden judicial. 
 
Asimismo, es importante señalar que el reconocimiento de intereses moratorios con cargo al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud es improcedente e inadecuado por varias razones, especialmente desde una perspectiva 
ética, jurídica y de derechos fundamentales, como quiera que: 
 

- La salud es un derecho fundamental, y en tal sentido, el reconocimiento de intereses moratorios en el Sistema 
de Salud es improcedente porque este sector no puede concebirse como un negocio, ya que la salud es un 
derecho fundamental protegido constitucionalmente y en esa medida, su prestación debe guiarse por 
principios como la dignidad humana, la universalidad y la equidad, no por la lógica del lucro. 
 

- La finalidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud es garantizar la vida, la integridad física y el 
bienestar de las personas, no obtener una rentabilidad, es así, que los prestadores del servicio no pueden 
anteponer intereses económicos a la satisfacción efectiva del derecho a la salud, según lo ha establecido la 
jurisprudencia desplegada por la H. Corte Constitucional, tal como las Sentencias SU-480 de 1997, T-016 de 
2007, T-760 de 2008, C-313 de 2014 y T-012 de 2015. 
 

- El Sistema de Salud está basado en el principio de solidaridad de conformidad a lo establecido en la Ley 100 
de 1993, donde se señala la necesidad de generar una redistribución equitativa de los recursos para atender 
a toda la población, independientemente de su capacidad económica, de modo tal, que reconocer intereses 
moratorios erosiona esta base solidaria y socavaría los finitos recursos del sistema, en contravía de los 
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mandatos constitucionales que rigen en Estado Social de Derecho y la función social del servicio público de 
la salud. 

 
6.4. La indexación de las sumas de dinero solicitadas es un componente del interés mercantil. 

 
La indexación es una corrección monetaria la cual atiende al fenómeno económico de la inflación, y por medio del 
cual se revalorizan las obligaciones dinerarias ante la pérdida de poder adquisitivo de la moneda, criterio que comparte 
la H. Corte Suprema de Justicia al exponer:  
 

“La indización o indexación, siempre ha sido, sin lugar a dudas, una medida excepcional. Es la respuesta del 
derecho, legislado y jurisprudencial, al fenómeno de la ‘inflación’. Un mecanismo de revalorización de ciertas obli-
gaciones dinerarias, cuyo objetivo es poner en equilibrio la ecuación económica gravemente desbalanceada por 
una fuerte pérdida del poder adquisitivo del peso, de la cual se beneficiaría al deudor de ella ante la consecuencial 
depreciación de su prestación, con claro detrimento del acreedor; quien en últimas se vería obligado, en virtud de 
unas reglas jurídicas nominalistas, a recibir un pago incompleto.”6 

 
De manera, que la indexación es la corrección monetaria que se presenta como consecuencia de la pérdida del poder 
adquisitivo del dinero como consecuencia de la inflación.  
 
Por su parte, en el caso que nos ocupa, de conformidad con las pretensiones de la demanda los intereses solicitados 
son aquellos denominados como intereses de mora, el cual es entendido como el valor de indemnización de los 
perjuicios por la mora, criterio que comparte la doctrina al exponer:  
 

“El interés es el costo del dinero en una unidad determinada de tiempo. También puede entenderse como el fruto 
civil de un capital exigible (art. 717 del C.C.), o como el valor de la indemnización de los perjuicios por la mora, si 
la obligación es de pagar una cantidad de dinero (art. 1617 del C.C.)”7 

 
Ahora bien, frente a los intereses, la actora fundamenta su petición en el artículo cuarto del Decreto 1281 de 2002, el 
cual dispone lo siguiente:  
 

“Artículo 4°. Intereses moratorios. El incumplimiento de los plazos previstos para el pago o giro de los recursos 
de que trata este decreto, causará intereses moratorios a favor de quien debió recibirlos, liquidados a la tasa de 
interés moratorio establecida para los tributos administrados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales.” (Resaltado ajeno al texto) 

 
Así, es necesario analizar el tipo de tasa dispuesta en el artículo 365 del Estatuto Tributario, el cual dispone:  
 

“ARTICULO 635. DETERMINACIÓN DE LA TASA DE INTERÉS MORATORIO.  Para efectos de las obligaciones 
administradas por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, el interés moratorio se liquidará diariamente 
a la tasa de interés diario que sea equivalente a la tasa de usura vigente determinada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia para las modalidades de crédito de consumo. (…)” (Negrillas fuera del texto) 

 
6  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, M.P. Carlos Isaac Nader, Sentencia de agosto 18 de 1990, Exp. 11818. 
7  Henry Alberto Becerra León, DERECHO COMERCIAL DE LOS TÍTULOS VALORES, Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Quinta Edición, Bogotá D.C., 

Pág. 127. 
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De acuerdo a lo anterior, la tasa de interés que nos corresponde analizar, no es otra que el interés bancario para 
créditos de consumo, es decir, se trata de un interés comercial, como lo es el interés bancario corriente certificado por 
la Superintendencia Financiera, y el cual incorpora determinados elementos a saber:  
 

• Una proporción que corresponde al costo del dinero.  
• Una tasa de riesgo que cubre el riesgo asumido por el acreedor.  
• Gastos de la operación de crédito.  
• Un porcentaje destinado a compensar la pérdida del poder adquisitivo del dinero como consecuencia 

de la inflación.  
 
Debido a lo anterior, en el caso que nos ocupa el actor no puede solicitar que se ordene la indexación del dinero, y al 
mismo tiempo que se condene al pago de los intereses ordenados en el artículo cuarto del Decreto 1281 de 2002, ya 
que tal pretensión atendería una doble indemnización a favor del actor, criterio que comparte la H. Corte Suprema de 
Justicia al exponer:  
 

“Esta ha sido, cumple memorarlo, la doctrina prevalente de la Corte, con arreglo a la cual se ha precisado que, 
cuando se trata de intereses legales de carácter mercantil, la tasa certificada por la Superintendencia Bancaria 
‘incluye por principio el resarcimiento inherente a la pérdida del poder adquisitivo del dinero’, pues aquélla 
refleja el promedio de las tasas que en un determinado período cobran los bancos a sus clientes en las 
operaciones activas de crédito, las que comprenden ‘por sobre el denominado costo financiero estricto, un 
precio justo que al segundo –banco– le permita cubrir sus expensas operativas, crear reservas para hacerle 
frente a los riesgos en los que la depreciación monetaria juega sin duda un papel preponderante y obtener, 
en fin, un razonable aprovechamiento empresarial.’ De ahí entonces, que no sería ‘justo ni equitativo, esta vez 
con el deudor, hacer gravitar nuevamente y de manera arbitraria el deterioro del signo monetario, impo-
niéndole una condena adicional que vendría a hacerlo soportar un doble pago del mismo concepto por la 
vía de la revaluación de la suma líquida adeudada…”8 (Negrilla ajena al texto) 

 
En el mismo sentido, ha expresado la doctrina:  
 

“Teniendo en cuenta que los intereses comerciales involucran la pérdida de poder adquisitivo del dinero por la 
inflación, no pueden, entonces, acumularse intereses comerciales e indexación, porque el pago de los intereses 
comprende la corrección cometaria, lo cual equivaldría a pagar doblemente el mismo concepto. Se estaría reco-
nociendo dos veces la inflación.”9 

 
Por lo tanto, en el evento de considerar que la existencia de la obligación el presunto incumplimiento en el pago de 
los recobros, no se podrá ordenar la condena al pago de intereses mercantiles, acumulándose al mismo tiempo, la 
condena al pago de la indexación, pues tal condena acumulada no atendería a una indemnización plena y si por el 
contrario sería inequitativa en contra de la ADRES.  
 
 

 
8  Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M.P. Carlos Ignacio Jaramillo, Sentencia de noviembre 19 de 2001, Exp. 6094. 
9  Henry Alberto Becerra León, DERECHO COMERCIAL DE LOS TÍTULOS VALORES, Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Quinta Edición, Bogotá D.C., 

Pág. 148. 
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6.5. Excepción innominada o genérica. 
 
Se solicita amablemente que, al realizarse el estudio y la valoración de las condiciones fácticas del presente proceso 
se logra determinar la existencia de hechos que constituyan una excepción, se sirva reconocerla de forma oficiosa 
como corresponda, conforme a lo dispuesto en el artículo 187 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo: 
 

“(...) En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier otra que el fallador encuentre 
probada. (…)” (Subrayado fuera del texto) 

 
Por tanto, si después de la valoración del proceso y de las pruebas aparece probada cualquier excepción, le solicito 
declararla acorde con la norma transcrita. 
 

7. PETICIÓN 
 

 
Con fundamento en lo indicado, así como en las razones que el Honorable Juez considere pertinentes para llegar a 
la conclusión a la que aquí se arriba, le solicito comedidamente, exonerar a la ADMINISTRADORA DE LOS RECUR-
SOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD –ADRES de las pretensiones incoadas por la 
entidad demandante y en su lugar declarar la no prosperidad de las mismas y desestimar los cargos. 
 
 

8. PRUEBAS 
 
Documentales: 
 

8.1.  Resolución No. 3951 de 2016 
 

8.2. Manual  operativo y de auditoría a los servicios y tecnologías en salud no financiadas con recursos de 
la UPC. 

 
8.3. Antecedentes administrativos:  

 
Copia de las comunicaciones que informaron el resultado de auditoría del recobro objeto de litis: 

 
RECOBRO NO. 124635211 
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8.4. Archivo Excel “1000_Sanitas_012800_91_Reporte”: Apoyo técnico emitido por la Dirección de Otras 
Prestaciones en la cual informa el estado, encabezado, pagos, glosas y el consolidado de estos datos, 
sobre los recobros objeto de la demanda.  

 
8.5. Archivo PDF “Informe Técnico - Sanitas EPS 11001333360720250012800”, rendido por la Dirección de 

Otras Prestaciones de la ADRES. 
 
Enlace para el acceso a los archivos:  
 
https://drive.google.com/drive/folders/1Mmu-d_iZ2O_jrXSSUamzYWC8DKZTFLk2?usp=share_link 

 
 

9. OPOSICIÓN A QUE SEA DECRETADO EL DICTAMEN PERICIAL 
 
De conformidad con el principio de libertad probatoria, las partes en el curso de un proceso pueden solicitar, aportar 
o allegar dentro de la oportunidad procesal las experticias emitidas por instituciones o profesionales especializados 
en una materia, a través de un dictamen, concepto, informe y opinión profesional. 
 
Bajo esta premisa, el dictamen pericial se ha considerado por el Consejo de Estado como “aquella prueba decretada 
por el juez y rendido por un perito como auxiliar de la justicia y que del mismo debe darse traslado a las partes”. Esta 
prueba se encuentra consagrada en el artículo 218 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, la cual preceptúa que la prueba pericial se regirá por las normas establecidas en el mismo código y, 
en lo no previsto, por las disposiciones del Código General del Proceso; así mismo, dispuso que el dictamen pericial 
puede aportarse o solicitarse, según sea el caso, en las oportunidades legales procedentes. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta la remisión del asunto al Código General del Proceso, se tiene que el artículo 226 
dispone: 
 

“Artículo 226. Procedencia. La prueba pericial es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y 
requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos. 
 
Sobre un mismo hecho o materia cada sujeto procesal solo podrá presentar un dictamen pericial. Todo dictamen 
se rendirá por un perito. 
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No serán admisibles los dictámenes periciales que versen sobre puntos de derecho, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 177 y 179 para la prueba de la ley y de la costumbre extranjera. Sin embargo, las partes podrán 
asesorarse de abogados, cuyos conceptos serán tenidos en cuenta por el juez como alegaciones de ellas.” 

 
Atendiendo lo anterior, en auto del 22 de febrero de 2024, el Consejo de Estado Sección Primera, dentro del proceso 
66001233300020220019701 consideró que: 
 

“(…) para ordenar un dictamen pericial es necesario presentar una solicitud que exponga los hechos que generan 
incertidumbre y que deben ser objeto de la prueba. Asimismo, la comprobación de estos hechos debe requerir de 
un experto.  
 
en la materia, implicando que el Juez carezca de tales conocimientos debido a la naturaleza científica, técnica o 
artística de los asuntos en cuestión (…)”. 

 
Así mismo, en providencia del 7 de febrero de 2025 dentro del proceso 25000233600020220022201, estimó que debía 
negarse el decreto de la prueba pericial solicitada en una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, 
relacionada con solicitudes de recobro no reconocidas y pagadas a Sanitas EPS, por las razones que se exponen a 
continuación: 
 

“(i) La prueba pericial es procedente para verificar hechos que interesen al proceso y requieran especiales 
conocimientos científicos, técnicos o artísticos. 
 
(ii) En el asunto, la prueba pericial se solicitó con el fin de que se “(…) conceptuará lo relacionado con la 
constatación a la luz de la Resolución 5261 de 1994 y demás normas que regulaban el POS al momento de la 
prestación de los servicios objeto de reclamación, de la inclusión o no de los servicios reclamados en el POS y si 
estos estaban debidamente financiados en la UPC que para el efecto las EPS reciben por cada uno de sus 
afiliados, y si cumplían con los requisitos necesarios para su reconocimiento y pago (…)”. 

 
Así las cosas, la prueba pericial deviene improcedente, en la medida que lo busca es que el perito emita una opinión, 
juicio o concepto general sobre si se cumplieron o no los presupuestos estipulados en la norma para el reconocimiento 
y pago de los recobros por servicios médicos no incluidos en el POS, hoy PBS, por lo que no se trata de aspectos que 
requieran de saberes especializados para su verificación que escapen del conocimiento del juzgador, ya que esta 
prueba tiene por objeto conceptuar sobre el cumplimiento de  requisitos legales y sobre la inclusión de los servicios 
de salud en el marco normativo del POS vigente para la época. Así las cosas, conforme al artículo 226 del Código 
General del Proceso, no es admisible los dictámenes periciales que versen sobre puntos de derecho, de manera 
que, la prueba pericial no cumple los requisitos establecidos para su decreto. 
 
Sobre el particular, es importante destacar que mediante auto del 7 de febrero de 2025 proferido por el Consejo de 
Estado dentro del radicado 25000233600020220022201, confirmó el auto proferido en la audiencia inicial celebrada 
el 21 de septiembre de 2023 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que negó el decreto de la prueba pericial 
pedida en el escrito de la demanda. En este proceso, similar al que nos ocupa, la E.P.S., Sanitas solicitó en la demanda 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho la práctica del dictamen pericial para que se 
conceptuara sobre la inclusión o no de los servicios reclamados en el POS y si cumplían con los requisitos necesarios 
para su reconocimiento y pago.   No obstante, se negó el decreto de esta prueba al no cumplir con los requisitos 
establecidos por el artículo 226 del Código General del Proceso, 
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Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicito respetuosamente al Honorable Despacho, no 
decretar, ni tener en cuenta el dictamen pericial remitido por la parte actora.  
 
Ahora bien y en el evento en el que el despacho disponga decretarlo, se requiere la comparecencia del perito a la 
audiencia para interrogatorio, lo anterior, de conformidad con el artículo 228 del Código General del Proceso. 

 
 

10. ANEXOS 
 

10.1. Los relacionados en el acápite de pruebas. 
10.2. Poder legalmente conferido por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ADRES con sus respectivas 

credencias.  
10.3. Resolución No. 1012 del 20 de mayo de 2022- Por el cual se delegan unas funciones y se dictan otras 

disposiciones. 
10.4. Resolución nombramiento del jefe de la Oficina Asesora Jurídica. 
10.5. Acta de posesión del jefe de la Oficina Asesora Jurídica. 
10.6. Copia del correo electrónico por medio del cual se da traslado del presente escrito a la demandante y 

Ministerio Público, en cumplimiento del numeral 14 del artículo 78 de la Ley 1564 de 2012. 
 
Enlace para el acceso a los archivos:  

 
https://drive.google.com/drive/folders/1Mmu-d_iZ2O_jrXSSUamzYWC8DKZTFLk2?usp=share_link  

 
11. NOTIFICACIONES 

 
Para efectos de notificaciones, la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
– ADRES recibe notificaciones en la Avenida Calle 26 N.º 69 – 76 Edificio Elemento Torre 1, Piso 17 de la ciudad de 
Bogotá D.C., el Correo electrónico para notificaciones judiciales es: notificaciones.judiciales@adres.gov.co, teléfono 
4322760 Ext. 1767 – 1771 y el suscrito apoderado en el correo karen.parrado@adres.gov.co, teléfono celular  
3213348958. 
 
Respetuosamente,  
 

 
KAREN ALEJANDRA PARRADO TRIANA 
C.C. No. 1.010.229.705 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 325.025 del C.S. de la J.  



 

  

 

 

                       

 

 

Señores 

JUZGADO 607 ADMINISTRATIVO TRANSITORIO DE BOGOTÁ 
E.    S.  

  

  D.  

EXPEDIENTE:    11001333360720250012800 

DEMANDANTE:  EPS SANITAS S.A. - ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SANITAS S.A. 

DEMANDADO:  ADMINISTRADORA DE RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD 

SOCIAL EN SALUD - ADRES 

 

MARCOS JAHER PARRA OVIEDO, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado con la 

Cédula de Ciudadanía No. 79.126.005 de Bogotá D.C. con T.P. 118.913 del Consejo Superior de la Judicatura, en 

calidad de Jefe la Oficina Asesora Jurídica de la Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud – ADRES (creada por el artículo 66 de la Ley 1753), y de conformidad con lo previsto 

en el numeral 1º del artículo 15 de la resolución No. 1012 del 20 de mayo de 2022, Resolución No. 0089563 del 17 

de julio de 2024 y por el numeral 2° del Artículo 11 del Decreto 1429 de 2016 manifiesto que mediante el presente 

escrito, confiero poder especial, amplio y suficiente a KAREN ALEJANDRA PARRADO TRIANA identificado(a) con 

cédula de ciudadanía No. 1.010.229.705 expedida en BOGOTÁ D.C., abogado(a) titulado con Tarjeta Profesional 

No. 325.025 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en nombre de la Administradora de los Recursos del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES, la represente dentro del proceso de la referencia. 

  

El apoderado queda facultado para adelantar todas las gestiones que precisen el cabal cumplimiento de este 

mandato y la adecuada defensa de los intereses de la Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud - ADRES, entre ellas, la de conciliar en los términos de las recomendaciones dadas por 

el Comité de Conciliación de la ADRES.  

  

El presente poder se otorga bajo los parámetros establecidos en el artículo 5 del Ley 2213 de 20221.  

 

Sin otro particular, 

 

Atentamente.  

 

 
  

MARCOS JAHER PARRA OVIEDO  

Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

C.C. No 79.126.005 de Bogotá  

T.P. 118.913 del Consejo Superior de la Judicatura  

    

Acepto,  

   

  

KAREN ALEJANDRA PARRADO TRIANA  

C.C. No. 1.010.229.705 de BOGOTÁ D.C.  

T.P No. 325.025  del Consejo Superior de la Judicatura  
   

 
La Entidad y el suscrito apoderado reciben notificaciones a los correos electrónicos: 

notificaciones.judiciales@adres.gov.co ; karen.parrado@adres.gov.co ; teléfono 3213348958  

  
Elaboró: Víctor Hernández 

Fecha: 4 de septiembre de 2025 

Consecutivo: OAJ-4758

 

 
1 Por medio de la cual se establece la vigencia permanente del decreto legislativo 806 de 2020 y se adoptan medidas para implementar las tecnologías 
de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio 
de justicia, y se dictan otras disposiciones. 





 

 

 



 

 

 



Fundado el 30 de abril de 1864

DIARIO OFICIAL
Republica de Colombia

Ano CLI No. 49.538 Edicion de 104 paginas       • Bogota, D. C., martes, 9 de junio de 2015    •                   I S S N 0122-2112

Poder Público - rama legislativa

LEY 1753 DE 2015
(junio 9)

por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”.

1. Competitividad e infraestructura estratégicas

2. Movilidad social

3. Transformación del campo

4. Seguridad, justicia y democracia para la construcción de paz

5. Buen gobierno

6. Crecimiento verde

De igual manera se incorporarán las siguientes estrategias regionales, para esta-
blecer las prioridades para la gestión territorial y promover su desarrollo:

• Caribe: Próspero, equitativo y sin pobreza extrema.

• Eje Cafetero y Antioquia: Capital humano innovador en territorios inclu-
yentes.

• Centro Oriente y Distrito Capital de Bogotá: Conectividad para la integración
y desarrollo productivo sostenible de la región.

• Pacífco: Desarrollo socioeconómico con equidad, integración y sostenibilidad
ambiental.

• Llanos Orientales: Medio ambiente, agroindustria y desarrollo humano: para el
crecimiento y bienestar.

• Centro Sur Amazonía: Tierra de oportunidades y paz: desarrollo del campo y
conservación ambiental.

Las estrategias trasversales que se puedan aplicar acorde con la normatividad vi-
gente cobijarán a los colombianos residentes en el exterior.

TÍTULO II

PLAN DE INVERSIONES Y PRESUPUESTOS PLURIANUALES

Artículo 5°. Plan Nacional de Inversiones Públicas 2015-2018. El Plan Nacio-
nal de Inversiones Públicas 2015-2018 se estima en un valor de setecientos tres
coma nueve ($703,9) billones, a pesos constantes de 2014, nanciados de la si-
guiente manera:

El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.Objetivos del Plan Nacional de Desarrollo. El Plan Nacional de Desa-
rrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, que se expide por medio de la presente
ley, tiene como objetivo construir una Colombia en paz, equitativa y educada, en
armonía con los propósitos del Gobierno nacional, con las mejores prácticas y están-
dares internacionales, y con la visión de planicación, de largo plazo prevista por los
objetivos de desarrollo sostenible.

Artículo 2°. Parte integral de esta ley. El documento denominado “Bases del
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018: Todos por un nuevo país”, elaborado por el
Gobierno nacional con la participación del Consejo Superior de la Judicatura y del
Consejo Nacional de Planeación, con las modicaciones realizadas en el trámite le-
gislativo, es parte integral del Plan Nacional de Desarrollo y se incorpora a la presente
ley como un anexo.

Artículo 3°. Pilares del Plan Nacional de Desarrollo. El Plan Nacional de Desa-
rrollo se basa en los siguientes tres pilares:

1. Paz. El Plan refeja la voluntad política del Gobierno para construir una paz
sostenible bajo un enfoque de goce efectivo de derechos.

2. Equidad. El Plan contempla una visión de desarrollo humano integral en una
sociedad con oportunidades para todos.

3. Educación. El Plan asume la educación como el más poderoso instrumento de
igualdad social y crecimiento económico en el largo plazo, con una visión orientada
a cerrar brechas en acceso y calidad al sistema educativo, entre individuos, grupos
poblacionales y entre regiones, acercando al país a altos estándares internacionales y
logrando la igualdad de oportunidades para todos los ciudadanos.

Artículo 4°. Estrategias transversales y regionales. Para la consolidación de los
tres Pilares descritos en el artículo anterior y la transformación hacia un nuevo país, en
el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 se incorporarán estrategias transversales:

Estrategias Transversales y Objetivos

Plan de Inversiones 2015-2018

Cifras en millones de pesos de 2014

Estrategia
Objetivo

Fuentes de fnanciación

Central Descentralizado E. Territoriales Privado SGP SGR TOTAL

Competitividad
e infraestructura estratégicas

40.442.775 3.00.731 10.299.194 121.296.836 3.403.565 10.601.843 189.047.971

Desarrollo minero-energético para la equidad regional 8.944.717 1.683.814 1.019.537 65.731.739 380.634 743.173 78.503.614
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título a convalidar se encuentren acreditados, o cuenten con un reconocimiento equi-
valente por parte de una entidad certicadora o evaluadora de alta calidad, reconocida
en el país de procedencia del título o a nivel internacional.

Las solicitudes de convalidación de los títulos universitarios ociales, no incluidos
en los supuestos del inciso anterior, se resolverán en un plazo máximo de cuatro (4)
meses.

Parágrafo 1°. Los títulos otorgados por instituciones de educación superior, pero
no validados por las autoridades de educación ociales del país de origen de la insti-
tución y denominados como universitarios no ociales o propios, otorgados a partir de
la entrada en vigencia de la presente ley, no serán objeto de convalidación.

Sólo se convalidarán aquellos títulos universitarios no ociales o propios, a los
estudiantes que se encuentren matriculados en Programas de Educación Superior que
conduzcan a la obtención de títulos universitarios no ociales o propios, con ante-
rioridad a la expedición de la presente ley, bajo el criterio exclusivo de evaluación
académica.

Parágrao 2°. Las Instituciones Estatales no podrán nanciar con recursos públi-
cos, aquellos estudios de Educación Superior que conduzcan a la obtención de títulos
universitarios no ociales o propios.

Artículo 63. Adjudicación de predios baldíos para la educación y la primera in-
fancia. Las entidades territoriales, el ICBF y las instituciones de educación superior
públicas, podrán solicitar al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), o a la
entidad que haga sus veces, la adjudicación de los inmuebles baldíos donde funcionan
establecimientos educativos ociales, de atención a primera inancia en modalidad
institucional pública o instituciones de educación superior públicas cuando correspon-
da al momento de expedición de la presente ley.

El Incoder podrá hacer entrega material anticipada del inmueble en la diligencia
de inspección ocular del predio. A partir de ese momento se podrán invertir recur-
sos públicos en proyectos de infraestructura sobre estos inmuebles. El desarrollo del
proceso administrativo no podrá afectar bajo ninguna circunstancia la prestación del
servicio.

Artículo 64. Titulación de la posesión material y saneamiento de títulos con al-
sa tradición sobre inmuebles para la educación y la primera inancia. Las entida-
des territoriales, el ICBF y las instituciones de educación superior públicas, podrán
adquirir el dominio sobre los inmuebles que posean materialmente y donde operen
establecimientos educativos ociales, de atención a primera inancia en modalidad
institucional pública y las instituciones de educación superior públicas según sea el
caso, o sanear la falsa tradición de los mismos cuando corresponda, sin importar su
valor catastral o comercial, mediante el proceso verbal especial establecido en la Ley
1561 de 2012 y en las leyes que la reormen o modiquen, el cual se desarrollará en
todos los aspectos que le sean aplicables a las entidades territoriales.

En el procedimiento previsto en la Ley 1561 de 2012 y para todos los efectos que
ella prevé se aplicarán estas reglas:

En ejercicio de la competencia que le coneren los artículos 5° y 9° de la Ley 1561
de 2012 el juez de conocimiento subsanará de ocio la demanda cuando no se haya
aportado el plano certicado por la autoridad catastral a que se reere el literal c) del
artículo 11 de la misma ley, siempre y cuando el demandante pruebe que solicitó dicho
plan certicado y advierta que la entidad competente no dio respuesta a su petición en
el plazo jado por la ley.

En el auto admisorio de la demanda, el juez ordenará informar de la existencia
del proceso a la Superintendencia de Notariado y Registro, al Instituto Colombiano
para el Desarrollo Rural (Incoder), a la Unidad Administrativa Especial de Atención
y Reparación Integral a Víctimas y al Instituto Geográco Agustín Codazzi (IGAC),
para que si lo consideran pertinente, haga las manifestaciones a que hubiere lugar en
el ámbito de sus funciones.

En caso de que las entidades mencionadas en el inciso anterior guarden silencio,
el juez continuará el proceso y decidirá lo pertinente con las pruebas que hizo valer el
demandante en las oportunidades que establezca la ley.

Artículo 65. Política de atención integral en salud. El Ministerio de Salud y Pro-
tección Social (MSPS), dentro del marco de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria en Sa-
lud, así como las demás leyes vigentes, denirá la política en salud que recibirá la po-
blación residente en el territorio colombiano, la cual será de obligatorio cumplimiento
para los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) y
de las demás entidades que tengan a su cargo acciones en salud, en el marco de sus
competencias y funciones.

Para la denición de la política integral en salud se integrarán los siguientes en-
foques: i) atención primaria en salud (APS); ii) salud familiar y comunitaria, iii) ar-
ticulación de las actividades individuales y colectivas y iv) enfoque poblacional y

diferencial. Dicha atención tendrá en cuenta los componentes relativos a las rutas de
atención para la promoción y mantenimiento de la salud por curso de vida, las rutas
de atención especícas por grupos de riesgos, el ortalecimiento del prestador prima-
rio, la operación en redes integrales de servicios, el desarrollo del talento humano,
en el marco de la Ley 1164 de 2007, articulación de las intervenciones individuales
y colectivas, el desarrollo de incentivos en salud y la denición de requerimientos de
información para su seguimiento y evaluación.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS) realizará la
adaptación de esta política en los ámbitos territoriales con población dispersa, rural y
urbana diferenciando a los municipios y distritos que tengan más de un millón de ha-
bitantes. Para zonas con población dispersa y rural, se podrá determinar la existencia
de uno o varios aseguradores. Si se trata de un único asegurador, el MSPS establecerá
las condiciones para su selección.

Parágrao 2°. Para la denición de la política de atención integral, el Ministerio de
Salud y Protección Social garantizará una amplia participación de todos los grupos de
interés del sector salud: usuarios, prestadores, aseguradores, academia, asociaciones
cientícas, entes territoriales, entre otros.

Artículo 66. Del manejo unicado de los recursos destinados a la nanciación del
Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS). Con el n de garantizar el
adecuado fujo y los respectivos controles de recursos del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud, créase una entidad de naturaleza especial del nivel descentra-
lizado del orden nacional asimilada a una empresa industrial y comercial del Estado
que se denominará Entidad Administradora de los Recursos del Sistema General de
Seguridad Social en Salud (SGSSS). La Entidad hará parte del SGSSS y estará adscri-
ta al Ministerio de Salud y Protección Social

(MSPS), con personería jurídica, autonomía administrativa y nanciera y patrimo-
nio independiente.

En materia laboral los servidores de la Entidad se regirán por las normas generales
aplicables a los empleados de la rama ejecutiva del orden nacional; en materia de no-
menclatura se regirá por el sistema especial que establezca el Gobierno Nacional. En
materia de contratación se regirá por el régimen público.

La Entidad tendrá como objeto administrar los recursos que hacen parte del Fondo
de Solidaridad y Garantías (Fosyga), los del Fondo de Salvamento y Garantías para el
Sector Salud (Fonsaet), los que nancien el aseguramiento en salud, los copagos por
concepto de prestaciones no incluidas en el plan de benecios del Régimen Contribu-
tivo, los recursos que se recauden como consecuencia de las gestiones que realiza la
Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parascales
de la Protección Social (UGPP); los cuales confuirán en la Entidad. En ningún caso la
Entidad asumirá las funciones asignadas a las Entidades Promotoras de Salud.

Para desarrollar el objeto la Entidad tendrá las siguientes funciones:

a) Administrar los recursos del Sistema, de conformidad con lo previsto en el
presente artículo.

b) Administrar los recursos del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector
Salud (Fonsaet) creado por el artículo 50 de la Ley 1438 de 2011 y modicado por el
artículo 7° de la Ley 1608 de 2013.

c) Efectuar el reconocimiento y pago de las Unidades de Pago por Capitación y
demás recursos del aseguramiento obligatorio en salud.

d) Realizar los pagos, efectuar giros directos, a los prestadores de servicios de
salud y proveedores de tecnologías en salud, de acuerdo con lo autorizado por el bene-
ciario de los recursos y adelantar las transerencias que correspondan a los dierentes
agentes del Sistema, que en todo caso optimice el fujo de recursos.

e) Adelantar las vericaciones para el reconocimiento y pago por los distintos
conceptos, que promueva la eciencia en la gestión de los recursos.

f) Desarrollar los mecanismos establecidos en los artículos 41 del Decreto-ley
4107 de 2011 y 9° de la Ley 1608 de 2013.

g) Administrar la información propia de sus operaciones.

h) Las demás necesarias para el desarrollo de su objeto.

Los recursos destinados al régimen subsidiado en salud, deberán ser presupuesta-
dos y ejecutados sin situación de fondos por parte de las entidades territoriales en el
respectivo fondo local, distrital o departamental de salud, según sea el caso. La enti-
dad territorial que no gestione el giro de estos recursos a la Entidad, será responsable
del pago en lo que corresponda, sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar por la
omisión en dicha gestión. Los recursos del Presupuesto General de la Nación destina-
dos al nanciamiento del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) se
presupuestarán como transferencias para ser trasladados a la Entidad.
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Los recursos administrados por la Entidad harán unidad de caja, excepto los recur-
sos de propiedad de las entidades territoriales, los cuales conservarán su destinación
especíca y se manejarán en contabilidad separada. La estructuración del presupues-
to de gastos se hará por conceptos, dando prioridad al aseguramiento obligatorio en
salud. La presupuestación y contabilización de los recursos administrados no se hará
por subcuentas.

La Entidad tendrá domicilio en Bogotá, D. C., sus ingresos estarán conformados
por los aportes del Presupuesto General de la Nación denidos a través de la sección
presupuestal del Ministerio de Salud y Protección Social, los activos transferidos por
la Nación y por otras entidades públicas del orden nacional y territorial y los demás
ingresos que a cualquier título perciba. Los recursos recibidos en administración no
harán parte del patrimonio de la Entidad. Los gastos requeridos para el desarrollo del
objeto de la Entidad se nanciarán con un porcentaje de hasta el cero coma cinco por
ciento (0,5%) de los recursos administrados con situación de fondos.

Son órganos de Dirección y Administración de la Entidad el Director General y
la Junta Directiva. El Director General será de dedicación exclusiva, de libre nom-
bramiento y remoción del Presidente de la República y actuará como representante
legal; como tal, ejercerá las funciones que le correspondan y que le sean asignadas
por el decreto de estructura de la Entidad. La Junta Directiva formulará los criterios
generales para su adecuada administración y ejercerá las funciones que le señalen su
propio reglamento. Estará integrada por cinco (5) miembros así: el Ministro de Salud
y Protección Social, quien la presidirá; el Ministro de Hacienda y Crédito Público,
quien podrá delegar su participación en sus viceministros; el Director del Departa-
mento Nacional de Planeación, quien podrá delegar su participación en sus subdirec-
tores generales; un (1) representante de los gobernadores y un (1) representante de los
alcaldes de municipios y distritos, los cuales serán elegidos de conformidad con el
mecanismo que establezca el Gobierno Nacional.

El Gobierno Nacional determinará el régimen de transición respecto del inicio de
las funciones de la Entidad y las diferentes operaciones que realiza el Fosyga. En el
periodo de transición se podrán utilizar los excedentes de las diferentes Subcuentas
del Fosyga para la garantía del aseguramiento en salud. Una vez entre en operación la
Entidad a que hace referencia este artículo, se suprimirá el Fosyga.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional establecerá las condiciones generales de ope-
ración y estructura interna de la Entidad y adoptará la planta de personal necesaria
para el cumplimiento de su objeto y funciones.

Parágrafo 2°. El cobro de los copagos por concepto de prestaciones no incluidas en
el plan de benecios del régimen contributivo tendrá en cuenta la capacidad de pago
de los usuarios y en consideración a los usos requeridos por pacientes con enfermeda-
des crónicas y huérfanas.

Artículo 67. Recursos que administrará la entidad administradora de los recur-
sos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. La Entidad administrará los
siguientes recursos:

a) Los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud del componente
de subsidios a la demanda de propiedad de las entidades territoriales, en los términos
del artículo 44 de la Ley 1438 de 2011, los cuales se contabilizarán individualmente a
nombre de las entidades territoriales.

b) Los recursos del Sistema General de Participaciones que nancian Fonsaet.

c) Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos de suerte y azar
(novedosos y localizados) que explota, administra y recauda Coljuegos de propiedad
de las entidades territoriales destinados a nanciar el aseguramiento, los cuales se
contabilizarán individualmente a nombre de las entidades territoriales.

d) Las cotizaciones de los aliados al Sistema General de Seguridad Social en
Salud (SGSSS), incluidos los intereses, recaudados por las Entidades Promotoras de
Salud. Las cotizaciones de los aliados a los regímenes especiales y de excepción
con vinculación laboral adicional respecto de la cual estén obligados a contribuir al
SGSSS y el aporte solidario de los aliados a los regímenes de excepción o regímenes
especiales a que hacen referencia el artículo 279 de la Ley 100 de 1993 y el parágrafo
del artículo 57 de la Ley 30 de 1992.

e) Los recursos correspondientes al monto de las Cajas de Compensación Familiar
de que trata el artículo 217 de la Ley 100 de 1993.

f) Los recursos del Impuesto sobre la Renta para la Equidad (CREE) destinados al
SGSSS, en los términos previstos en la Ley 1607 de 2012, la Ley 1739 de 2014 y las
normas que modiquen, adicionen o sustituyan estas disposiciones, los cuales serán
transferidos a la Entidad, entendiéndose así ejecutados.

g) Los recursos del Presupuesto General de la Nación asignados para garantizar la
universalización de la cobertura y la unicación de los planes de benecios, los cuales

serán girados directamente a la Entidad por el Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico, entendiéndose así ejecutados.

h) Los recursos por recaudo del IVA denidos en la Ley 1393 de 2010.

i) Los recursos del Fonsaet creado por el Decreto–ley 1032 de 1991.

j) Los recursos correspondientes a la contribución equivalente al 50% del valor
de la prima anual establecida para el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito
(SOAT) que se cobra con adición a ella.

k) Los recursos recaudados por Indumil correspondientes al impuesto social a las
armas y de municiones y explosivos y los correspondientes a las multas en aplicación
de la Ley 1335 de 2009.

1) Los recursos del monopolio de juegos de suerte y azar, diferentes a los que hace
referencia el literal c), rentas cedidas de salud y demás recursos generados a favor de
las entidades territoriales destinadas a la nanciación del Régimen Subsidiado, inclui-
dos los impuestos al consumo que la ley destina a dicho régimen, serán girados direc-
tamente por los administradores y/o recaudadores a la Entidad. La entidad territorial
titular de los recursos gestionará y vericará que la transerencia se realice conorme a
la ley. Este recurso se contabilizará en cuentas individuales a nombre de las Entidades
Territoriales propietarias del recurso.

m) Los copagos que por concepto de prestaciones no incluidas en el plan de bene-
cios del Régimen Contributivo paguen los destinatarios de tales servicios.

n) Los rendimientos nancieros generados por la administración de los recursos
del Sistema y sus excedentes.

o) Los recursos que se recauden como consecuencia de las gestiones que realiza la
Entidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parascales
de la Protección Social (UGPP), los cuales serán transferidos directamente a la Uni-
dad sin operación presupuestal.

p) Los demás recursos que se destinen a la nanciación del aseguramiento obliga-
torio en salud, de acuerdo con la ley o el reglamento.

q) Los demás que en función a su naturaleza recaudaba el Fosyga.

Estos recursos se destinarán a:

a) El reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por el asegu-
ramiento y demás prestaciones que se reconocen a los aliados al Sistema General
de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por enfermedad de
origen común que superen los quinientos cuarenta (540) días continuos. El Gobierno
Nacional reglamentará, entre otras cosas, el procedimiento de revisión periódica de la
incapacidad por parte de las EPS, el momento de calicación denitiva, y las situacio-
nes de abuso del derecho que generen la suspensión del pago de esas incapacidades.

b) El pago de las indemnizaciones por muerte o incapacidad permanente y auxilio
unerario a víctimas de eventos terroristas o eventos catastrócos, así como los gastos
derivados de la atención psicosocial de las víctimas del conficto en los términos que
señala la Ley 1448 de 2011.

c) El pago de los gastos derivados de la atención en salud inicial a las víctimas de
eventos terroristas y eventos catastrócos de acuerdo con el plan y modelo de ejecu-
ción que se dena.

d) El pago de los gastos nanciados con recursos del impuesto social a las armas
y de municiones y explosivos y los correspondientes a las multas en aplicación de la
Ley 1335 de 2009 que nanciarán exclusivamente los usos denidos en la normati-
vidad vigente.

e) El fortalecimiento de la Red Nacional de Urgencias. Este gasto se hará siempre
y cuando, en la respectiva vigencia, se encuentre garantizada la nanciación del ase-
guramiento en salud.

) A la nanciación de los programas de promoción y prevención en el marco de
los usos denidos en el artículo 222 de la Ley 100 de 1993.

g)A la inspección, vigilancia y control a cargo de la Superintendencia Nacional de
Salud, de conformidad con lo establecido en el artículo 119 de la Ley 1438 de 2011.

h)Al pago de prestaciones no incluidas en el plan de benecios, que venían siendo
nanciados con recursos del Fosyga.

i) Las medidas de atención de la Ley 1257 de 2008, en los términos que dena
el Ministerio de Salud y Protección Social, para la cual los recursos asignados para
el eecto, serán transeridos a las entidades territoriales con el n de que estas sean
implementadas a su cargo.
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j) A las nalidades señaladas en los artículos 41 del Decreto-ley 4107 de 2011 y 9°
de la Ley 1608 de 2013. Este gasto se hará siempre y cuando, en la respectiva vigencia
se encuentre garantizada la nanciación del aseguramiento en salud.

k)Acubrir los gastos de administración, funcionamiento y operación de la entidad.

1) Las demás destinaciones que haya denido la Ley con cargo a los recursos del
Fosyga y del Fonsaet.

m) El pago de los gastos e inversiones requeridas que se deriven de la declaratoria
de la emergencia sanitaria y/o eventos catastrócos en el país.

Los recursos a que hace referencia este artículo harán unidad de caja en el fondo,
excepto los recursos de propiedad de las entidades territoriales, los cuales conservarán
su destinación especíca y se manejarán en contabilidad separada dentro del ondo.
En la estructuración del presupuesto de gastos se dará prioridad al componente de
aseguramiento en salud de la población del país.

Artículo 68.Medidas especiales. Sin perjuicio de lo previsto en las demás normas
que regulen la toma de posesión y ante la ocurrencia de cualquiera de las causales
previstas en el artículo 114 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el Super-
intendente Nacional de Salud podrá ordenar o autorizar a las entidades vigiladas, la
adopción individual o conjunta de las medidas de que trata el artículo 113 del mismo
Estatuto, con el n de salvaguardar la prestación del servicio público de salud y la
adecuada gestión nanciera de los recursos del Sistema General de Seguridad Social
en Salud.

Las medidas especiales que se ordenen se regirán por lo dispuesto en el Estatuto
Orgánico del Sistema Financiero, incluido el artículo 291 y siguientes de ese estatu-
to, en lo que resulte pertinente a las medidas especiales; el Decreto número 2555 de
2010; las disposiciones aplicables del Sector Salud y las normas que los sustituyan,
modiquen o complementen. El Gobierno Nacional reglamentará la orma de armo-
nizar las medidas especiales o preventivas de la toma de posesión para su adecuada
implementación en el Sector Salud.

Con cargo a los recursos del Fosyga– Subcuenta de Garantías para la Salud, el
Gobierno Nacional podrá llevar a cabo cualquiera de las operaciones autorizadas en
el artículo 320 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Parágrao. Para garantizar la continuidad de los servicios de salud de los aliados
de la Caja Nacional de Previsión Social de Comunicaciones condónase toda la obliga-
ción que esta entidad tenga con la Nación a la expedición de la presente ley.

El Gobierno Nacional reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 69. Declaración de emergencia sanitaria y/o eventos catastrócos. El
Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS) podrá declarar la emergencia sanita-
ria y/o eventos catastrócos, cuando se presenten situaciones por riesgo de epidemia,
epidemia declarada, insuciencia o desabastecimiento de bienes o servicios de salud
o eventos catastrócos que aecten la salud colectiva, u otros cuya magnitud supere la
capacidad de adaptación de la comunidad en la que aquel se produce y que la afecten
en forma masiva e indiscriminada generando la necesidad de ayuda externa.

En los casos mencionados, el MSPS determinará las acciones que se requieran
para superar las circunstancias que generaron la emergencia sanitaria y/o eventos ca-
tastrócos con el n de garantizar la existencia y disponibilidad de talento humano,
bienes y servicios de salud, de conformidad con la reglamentación que para el efecto
expida el Gobierno Nacional. Cuando las acciones requeridas para superar dichas
circunstancias tengan que ver con bienes en salud, la regulación que se expida deberá
fundamentarse en razones de urgencia extrema.

Lo dispuesto en este artículo podrá nanciarse con los recursos que administra el
Fosyga o la entidad que haga sus veces, o por los demás que se denan.

Artículo 70. Patentes y licencias obligatorias. El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social (MSPS) podrá presentar ante la Superintendencia de Industria y Comercio
(SIC), dentro del plazo de sesenta (60) días siguientes a la fecha de la publicación de
la solicitud de patente, consideraciones técnicas no vinculantes relativas a la patenta-
bilidad de las solicitudes de patente que sean de su interés.

De acuerdo con lo establecido en la Decisión Andina 486 y la normatividad na-
cional vigente, el MSPS identicará y analizará los casos de tecnologías en salud
patentadas susceptibles de obtener una licencia obligatoria. El MSPS podrá solicitar
a la SIC la concesión de licencias obligatorias, y analizará y preparará la información
requerida dentro del procedimiento de concesión de ese tipo de licencias.

Artículo 71. Negociación centralizada de medicamentos, insumos y dispositivos.
El artículo 88 de la Ley 1438 quedará así:

“Artículo 88. Negociación centralizada de medicamentos, insumos y dispositi-
vos. El Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS) establecerá los mecanismos

para adelantar negociaciones centralizadas de precios de medicamentos, insumos y
dispositivos.

Los precios resultantes de las negociaciones centralizadas serán obligatorios para
los proveedores y compradores de medicamentos, insumos y dispositivos de servicios
de salud y estos no podrán transarlos por encima de aquellos precios. El Gobierno Na-
cional podrá acudir subsidiariamente a la compra directa de medicamentos, insumos
y dispositivos”.

Artículo 72. Registros sanitarios de medicamentos y dispositivos médicos. La eva-
luación que realice el Instituto de Evaluación Tecnológica en Salud (IETS) a los me-
dicamentos y dispositivos médicos denidos por el Ministerio de Salud y Protección
Social (MSPS) y el precio que este ministerio determine con base en esa evaluación,
serán requisitos para la expedición del correspondiente registro sanitario y/o su reno-
vación por parte del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos
(Invima). El proceso de determinación del precio de que trata este artículo se hará en
forma simultánea con el trámite de registro sanitario ante el Invima. Para tal efecto,
el MSPS establecerá el procedimiento que incluya los criterios para determinar las
tecnologías que estarán sujetas a este mecanismo y los términos para el mismo, los
cuales no podrán superar los jados en la normatividad vigente para la expedición del
correspondiente registro sanitario.

Corresponderá a la Comisión Nacional de Precios de Medicamentos o Dispositi-
vos, cuando así lo delegue el Gobierno Nacional, la denición de la metodología y los
mecanismos de regulación de precios de medicamentos, así como la regulación de los
márgenes de distribución y comercialización de los mismos.

Para lo previsto en el inciso primero, créase una tasa administrada por el MSPS,
a cargo de personas naturales y/o jurídicas que comercialicen en el país medicamen-
tos y dispositivos médicos. De acuerdo con el inciso segundo del artículo 338 de la
Constitución Política, el MSPS jará la taria de la tasa, la cual incluirá el valor por el
servicio prestado. El sistema para denir la taria de esta tasa es un sistema de costos
estandarizables, cuyas valoraciones y ponderaciones de los factores que intervienen
en su denición se realizan por procedimientos técnicamente aceptados de costeo. El
método seguirá las siguientes pautas técnicas:

a) Elaboración y normalización de fujogramas para los dierentes procesos con el
propósito de determinar sus rutinas.

b) Cuanticación de recurso humano utilizado anualmente en cada uno de los
procesos y procedimientos denidos en el literal anterior.

c) Cuanticación de los costos y programas de tecnicación y modernización de
la operación de los servicios.

d) Estimación de las frecuencias de utilización de los servicios generadores de la
tasa.

El Invima podrá modicar a solicitud del MSPS, las indicaciones, contraindica-
ciones e interacciones de un medicamento, con base en la evidencia cientíca y por
salud pública.

Parágrafo. En todo caso, la evaluación de que trata el presente artículo no será
exigida cuando los medicamentos y dispositivos médicos sean producidos con nes
de exportación exclusivamente.

Artículo 73. Procesos de recobros, reclamaciones y reconocimiento y giro de re-
cursos del aseguramiento en salud. Los procesos de recobros, reclamaciones y reco-
nocimiento y giro de recursos del aseguramiento en Salud que se surten ante el Fosyga
o la entidad que asuma sus funciones se regirán por las siguientes reglas:

Tratándose de recobros y reclamaciones:

a) El término para efectuar reclamaciones o recobros que deban atenderse con
cargo a los recursos de las diferentes subcuentas del Fosyga será de tres (3) años a
partir de la fecha de la prestación del servicio, de la entrega de la tecnología en salud o
del egreso del paciente. Finalizado dicho plazo, sin haberse presentado la reclamación
o recobro, prescribirá el derecho a recibir el pago y se extingue la obligación para el
Fosyga.

b) El término para la caducidad de la acción legal que corresponda, se contará a
partir de la fecha de la última comunicación de glosa impuesta en los procesos ordi-
narios de radicación, por parte del Ministerio de Salud y Protección Social (MSPS) o
quien este designe.

c) En el caso de los recobros y reclamaciones que hayan sido glosados por el Fos-
yga y sobre los cuales no haya operado el término de caducidad de la acción legal que
corresponda, solo se exigirá para su reconocimiento y pago los requisitos esenciales
que demuestren la existencia de la respectiva obligación, los cuales serán determina-
dos por el MSPS. Para tales efectos, las entidades recobrantes deberán autorizar el
giro directo del valor total que se llegue a aprobar a favor de las Instituciones Pres-
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Por la cual se delegan unas funciones y se dictan otras disposiciones 

 
EL DIRECTOR GENERAL DE LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 

SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES  
 

En ejercicio de sus atribuciones legales y reglamentarias, en especial de las 
conferidas en el artículo 9 de la Ley 489 de 1998 y los numerales 2º ,12,14 del 

artículo 9º del Decreto 1429 de 2016 y  
 

CONSIDERANDO: 
 
Que el artículo 209 de la Constitución Política establece que la función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de 
funciones, así mismo que las autoridades administrativas deben coordinar sus 
actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado.  
 
Que el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, dispone que:   
 

ARTICULO 9o. DELEGACION. Las autoridades administrativas, en virtud de lo 
dispuesto en la Constitución Política y de conformidad con la presente ley, podrán 
mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de funciones a sus colaboradores 
o a otras autoridades, con funciones afines o complementarias. 
 
Sin perjuicio de las delegaciones previstas en leyes orgánicas, en todo caso, los 
ministros, directores de departamento administrativo, superintendentes, 
representantes legales de organismos y entidades que posean una estructura
independiente y autonomía administrativa podrán delegar la atención y decisión de
los asuntos a ellos confiados por la ley y los actos orgánicos respectivos, en los 
empleados públicos de los niveles directivo y asesor vinculados al organismo 
correspondiente, con el propósito de dar desarrollo a los principios de la función
administrativa enunciados en el artículo 209 de la Constitución Política y en la 
presente ley. 
 
PARAGRAFO. Los representantes legales de las entidades descentralizadas podrán 
delegar funciones a ellas asignadas, de conformidad con los criterios establecidos en 
la presente ley, con los requisitos y en las condiciones que prevean los estatutos 
respectivos. 

 
Que el artículo 10 de la Ley 489 de 1998, dispone que:   
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ARTICULO 10. REQUISITOS DE LA DELEGACION. En el acto de delegación, que 
siempre será escrito, se determinará la autoridad delegataria y las funciones o 
asuntos específicos cuya atención y decisión se transfieren. 
 
El Presidente de la República, los ministros, los directores de departamento 
administrativo y los representantes legales de entidades descentralizadas deberán 
informarse en todo momento sobre el desarrollo de las delegaciones que hayan 
otorgado e impartir orientaciones generales sobre el ejercicio de las funciones 
delegadas. 

 
Que el artículo 12 de la Ley 489 de 1998, dispone que:   
 

ARTICULO 12. REGIMEN DE LOS ACTOS DEL DELEGATARIO. Los actos 
expedidos por las autoridades delegatarias estarán sometidos a los mismos 
requisitos establecidos para su expedición por la autoridad o entidad delegante y 
serán susceptibles de los recursos procedentes contra los actos de ellas. 
 
La delegación exime de responsabilidad al delegante, la cual corresponderá
exclusivamente al delegatario, sin perjuicio de que en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 211 de la Constitución Política, la autoridad delegante pueda en cualquier 
tiempo reasumir la competencia y revisar los actos expedidos por el delegatario, con 
sujeción a las disposiciones del Código Contencioso Administrativo. 
 
PARAGRAFO. En todo caso relacionado con la contratación, el acto de la firma 
expresamente delegada, no exime de la responsabilidad legal civil y penal al agente 
principal. 

 
Que el artículo 12 de la Ley 80 de 1993, adicionado por el artículo 21 de la Ley 1150 
de 2007, establece que:  
 

ARTÍCULO 12. DE LA DELEGACIÓN PARA CONTRATAR.  Los jefes y los 
representantes legales de las entidades estatales podrán delegar total o parcialmente 
la competencia para celebrar contratos y desconcentrar la realización de 
licitaciones en los servidores públicos que desempeñen cargos del nivel directivo o 
ejecutivo o en sus equivalentes. 
 
En ningún caso, los jefes y representantes legales de las entidades estatales 
quedarán exonerados por virtud de la delegación de sus deberes de control y 
vigilancia de la actividad precontractual y contractual. 

 
Que el artículo 66 de la Ley 1753 de 2015, creó la Administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud-ADRES, como una entidad de
naturaleza especial del nivel descentralizado del orden nacional, asimilada a una 
Empresa Industrial y Comercial del Estado adscrita al Ministerio de Salud y 
Protección Social, con personería Jurídica, autonomía administrativa y financiera y 
patrimonio independiente.
 
Que el artículo 2.6.4.7.4 del Decreto 780 de 2016, adicionado por el artículo 2º del 
Decreto 2265 de 2017, dispone que:  
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Cualquier referencia hecha en la normatividad vigente al Fondo de Solidaridad y 
Garantía (Fosyga) y a las subcuentas que lo conforman, se entenderá a nombre de 
la ADRES, en particular lo previsto el Capítulo 4 del Título 1 de la Parte 6 del Libro 2 
del presente decreto. 

 
Que el artículo 9º del Decreto 1429 de 2016, por el cual se modifica la estructura de 
la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud-ADRES- y se dictan otras disposiciones, establece como funciones a cargo 
del Director General, entre otras, las siguientes:  
 
           (…)  
  

2. Ejercer la representación legal de la Entidad, ordenar el gasto y designar 
apoderados que la representen para la defensa de sus intereses, en asuntos 
judiciales y extrajudiciales. 
 
(…) 
 
12. Expedir los actos administrativos que se requieran para el cumplimiento de las 
funciones de la Entidad y decidir sobre los recursos legales que se interpongan contra 
los mismos.  
 
(…)  
 
14. Suscribir convenios y contratos de conformidad con el Estatuto de Contratación, 
la Ley Orgánica de Presupuesto y demás normas que regulen la materia.   
 
(…) 

 
Que el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 le asigna al jefe de la entidad o su delegado 
la función de adelantar el trámite por incumplimiento contractual previsto en dicho 
artículo.  
 
Que el artículo 31 del Decreto 115 de 1996 hoy contenido en el artículo 2.8.3.11 del 
Decreto 1068 de 2015 “Único Reglamento del Sector Hacienda y Crédito Público
establece que:  

Autonomía Presupuestal. Las empresas tienen capacidad para contratar y ordenar el 
gasto en los términos previstos en el artículo 110 del Estatuto Orgánico del
Presupuesto.  

 
Que en razón a ello es necesario citar que el Estatuto Orgánico de Presupuestos 
contenido en el Decreto 111 de 1996, dispone en su 110 que la ordenación del gasto 
estará en cabeza del jefe de cada órgano, quien podrá delegarla en funcionarios del
nivel directivo o quien haga sus veces, y serán ejercidas teniendo en cuenta las 
normas consagradas en el Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública y en las disposiciones legales vigentes.  

Que dada la importancia de propender por la financiación, sostenibilidad y eficiencia 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud-SGSSS, en el artículo 2.6.4.1.4 
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del Decreto 780 de 2016 adicionado por el artículo 2 del Decreto 2265 de 2017, se 
dispuso una cláusula de protección a los recursos de dicho Sistema, con el fin de 
que estos puedan, en realidad, cumplir con el cometido y la destinación constitucional 
y legal de los recursos que la ADRES administra. Esta disposición indica: 
 

“ARTÍCULO 2.6.4.1.4. INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS PÚBLICOS QUE 
FINANCIAN LA SALUD. Los recursos que administra la ADRES, incluidos los de las 
cuentas maestras de recaudo del régimen contributivo, así como los destinados al 
cumplimiento de su objeto son inembargables conforme a lo previsto en el artículo 25 
de la Ley 1751 de 2015.” 

 
Que frente a la destinación de otros recursos que administra la ADRES, el artículo 
2.6.4.4.4 del Decreto 780 de 2016 adicionado por el Decreto 2265 de 2016, 
establece que la entidad girará recursos para financiar los programas de salud.

 
Que en el marco de lo establecido en el artículo 237 de la Ley 1955 de 2019,” Por la 
cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022: “Pacto por Colombia, pacto
por la equidad”, se define como un propósito del Estado lograr el saneamiento 
financiero de las cuentas por servicios y tecnologías no financiadas con cargo a la 
UPC del régimen contributivo y optimizar el flujo de los recursos asociados a este 
concepto al interior del sistema. 
 
Que el referido artículo 237 estableció los requisitos que deben cumplir los servicios 
y tecnologías en salud no financiadas con cargo a la UPC del régimen contributivo, 
en el marco del saneamiento definitivo, y contempló como una condición para este, 
que la Entidad Recobrante y la ADRES suscriban un contrato de transacción en el 
que acepten los resultados de la auditoría.   
 
Que en desarrollo del artículo antes referido, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 
521 de 2020,” Por el cual se establecen los criterios y los plazos para la 
estructuración, operación y seguimiento del saneamiento definitivo de las cuentas 
por concepto de servicios y tecnologías de salud no financiados con cargo a la UPC 
del régimen contributivo.”   
 
Que a través del artículo 15 del Decreto 521 de 2020, el Gobierno Nacional autorizó 
a la ADRES para transigir sobre las cuentas y demandas por concepto de servicios 
y tecnologías en salud no financiados con cargo a la UPC del régimen contributivo 
que sean objeto del saneamiento definitivo previsto en dicho decreto.
 
Que el artículo 16 del Decreto 521 de 2020 dispone que el contrato de transacción 
de que trata el numeral 1° del artículo 237 de la Ley 1955 de 2019, se suscribirá por 
parte de los representantes legales de la ADRES y de la entidad recobrante o de
quien se encuentre legalmente facultado para tal efecto, una vez se aprueben las 
validaciones automáticas y las validaciones adicionales, en caso de requerirse.  
 
Que el artículo 2469 del Código Civil, señala que la transacción es un contrato
mediante el cual las partes dan por terminado extrajudicialmente un litigio pendiente 
o precaven un litigio eventual, por lo que es considerado como un mecanismo de 
solución directa de controversias, en el que las partes llegan a un arreglo amigable 
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sobre un conflicto existente, ya sea de un conflicto que se encuentra en curso ante 
una autoridad judicial o que aún no ha sido sometido a su consideración.  
 
Que el artículo 16 del Decreto 521 de 2020 dispone que el contrato de transacción 
de que trata el numeral 1° del artículo 237 de la Ley 1955 de 2019, se suscribirá por 
parte de los representantes legales de la ADRES y de la entidad recobrante o de 
quien se encuentre legalmente facultado para tal efecto, una vez se aprueben las 
validaciones automáticas y las validaciones adicionales, en caso de requerirse. 
 
Que en virtud del numeral primero y séptimo del artículo 17 del Decreto 1429 de 2016 
es competencia de la Dirección de Otras Prestaciones de la ADRES, el seguimiento, 
control y verificación del proceso de liquidación y reconocimiento y pago de otras 
prestaciones por concepto de los servicios de salud determinados por el Ministerio 
de Salud y Protección Social. 
 
Que como quedó dicho, se requiere para el reconocimiento que se efectúa en los 
contratos de transacción, la aprobación de las validaciones automáticas y 
validaciones adicionales que tiene a cargo la Dirección de Otras Prestaciones. 
 
Que la Ley 1953 de 2019 estableció los lineamientos para el desarrollo de la política 
pública de prevención de la infertilidad y su tratamiento dentro de los parámetros de 
salud reproductiva. 
 
Que el artículo 4 de la Ley 1953 de 2019 indicó que el Ministerio de Salud y 
Protección Social reglamentará el acceso a los tratamientos de infertilidad mediante 
técnicas de reproducción humana asistida o Terapias de Reproducción Asistida 
(TRA), conforme a los lineamientos técnicos para garantizar el derecho con 
recursos públicos. 
 
Que la Corte Constitucional mediante Sentencia SU 074 de 2020 determinó que las
personas o parejas con infertilidad que deseen acceder a la financiación parcial y 
excepcional de los tratamientos de reproducción asistida de alta complejidad 
(fertilización in vitro) a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
deberán cumplir con la totalidad de los requisitos enunciados en el artículo 4 de la 
Ley 1953 de 2019. 
 

Que la Corte Constitucional determinó que la Administradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES- es la entidad encargada 
de verificar el cumplimiento del requisito de ausencia de capacidad económica, 
hasta tanto el Ministerio de Salud y Protección Social dicte la regulación ordenada
en la Ley 1953 de 2019. 
 
Que mediante radicado 202134101666371 del 19 de octubre del 2021 el Ministerio 
de Salud y Protección Social indicó que las competencias temporales asignadas a
la ADRES por parte de la Corte Constitucional en Sentencia SU-074 de 2020 frente 
a los criterios y condiciones del artículo 4° de la Ley 1953 de 2019 son los referentes 
a la capacidad económica y la metodología para establecer en cada caso dicha 
capacidad y la procedencia del pago compartido.
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Que a su vez, el Ministerio de Salud y Protección Social estableció que, en cuanto a 
los demás criterios y condiciones de carácter técnico científico para establecer la 
viabilidad del tratamiento, hasta tanto no se expidan los lineamientos técnicos a que 
alude el artículo 4° de la Ley 1953 de 2019, será a través del profesional de la salud 
y el grupo de profesionales tratantes de la red de prestadores de la EPS las que 
establecerán la procedencia técnica y pertinencia médica del tratamiento para la 
infertilidad que procede como técnicas de reproducción asistida. 
 
Que, con ocasión de lo dispuesto en la parte motiva de la Sentencia de Unificación 
SU 074 de 2020 de la Corte Constitucional y con el fin de dar cumplimiento a los 
fallos de tutela proferidos por las autoridades judiciales y al tratarse de una orden 
impartida por el Juez constitucional que es de obligatorio cumplimiento, so pena de 
sanción por desacato en los términos del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991; por 
lo tanto la ADRES debe emitir los conceptos de capacidad económica de las parejas 
que soliciten los tratamientos de fertilización in vitro en las EPS conforme los 
lineamientos de la Sentencia SU 074 de 2020. 
 
Que, para garantizar el derecho al debido proceso administrativo, puesto que la 
calificación de la capacidad económica genera efectos para los afiliados en el sentido 
de que esta es presupuesto para adelantar el procedimiento de salud de conformidad 
con lo señalado por la Corte Constitucional en Sentencia SU 074 de 2020, es 
necesario emitir un concepto que permita ser controvertido por los interesados. 
 
Que la Circular Externa No. 6 de 2018 de la Superintendencia Nacional de Salud, 
que modifica la Circular Única 047 de 2007 en lo relacionado con el Sistema 
Integrado de Gestión de Riesgos y reportes de información, definió en el literal b) la 
información que la Administradora de los Recursos del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud-ADRES, debe disponer o reportar a dicha 
Superintendencia.  
 
Que, para el cumplimiento de las funciones constitucionales y legales asignadas a la 
Entidad, la Dirección General de la Administración de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud-ADRES, delegó algunas funciones a través 
de las Resoluciones 16571 de 2019, 3074 de 2020, 578 de 2021 y 285 de 2022, que 
permitan a la ADRES atender las funciones a ella encomendadas en las normas 
citadas en el presente Resolución y aquellas que las modifiquen o sustituyan.  
 
Que en virtud de lo anterior se hace necesario armonizar en un solo documento las 
funciones que el Director General de la ADRES ha delegado en distintos funcionarios 
de nivel directivo y asesor de la Entidad, en aras de que el mismo se constituya en 
un instrumento único que garantice mayores niveles de eficiencia en la gestión y la 
administración.  
 
Que, en mérito de lo expuesto,  
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RESUELVE 
 

CAPÍTULO I 
 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL DIRECTOR DE GESTIÓN DE LOS 
RECURSOS FINANCIEROS DE LA SALUD  

 
Artículo 1.  Delegar en el Director de Gestión de los Recursos Financieros de la 
Salud, las siguientes funciones: 
 

1. Expedir certificaciones de inembargabilidad de los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud administrados por la ADRES. 

 
2. Ordenar el gasto con límite de hasta el 0.5% de los recursos 

administrados con situación de fondos destinados para la financiación 
de los gastos de operación de la ADRES, presupuestados en la Unidad 
de Recursos Administrados con destino a la Unidad de Gestión General.

 
3. Ordenar el gasto sin límite de cuantía, de los recursos que sean 

certificados por el Ministerio de Salud y Protección Social con ocasión a 
los programas de salud     contenidos en el artículo 2.6.4.4.4 del Decreto 
780 de 2016 adicionado por el artículo 1 del Decreto 2265 de 2017 y 
que se encuentren incluidos dentro del presupuesto de la ADRES1. 

 
4. Ordenar el gasto sin límite de cuantía en lo que concierne a la 

devolución de los recursos por el reconocimiento de saldos a favor por 
el ejercicio del cierre fiscal del balance a las Cajas de Compensación 
Familiar. 

 
5. Ordenar el gasto sin límite de cuantía en lo que concierne a la 

devolución de los recursos no ejecutados en vigencias anteriores, a las 
Entidades Territoriales. 

 
6. Ordenar el gasto sin límite de cuantía en lo que concierne a la 

devolución de recursos derivados de la operación de la ADRES que no 
haya sido delegadas por el Director General en otras dependencias de 
la entidad. 

 

 
1 Artículo 2.6.4.4.4. Programas de salud. La ADRES de acuerdo con lo definido en la ley y lo aprobado en el 
presupuesto de esta Entidad, girará los recursos para financiar los siguientes programas: 
1. La atención brindada por el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas de que trata el 
parágrafo del artículo 137 de la Ley 1448 de 2011. 
(…) 
Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social, fijará los lineamientos técnicos y criterios de asignación 
o distribución de los recursos que financiarán los programas de qué trata el presente artículo y autorizará a la 
ADRES para que realice los giros, pagos o transferencias correspondientes. Igualmente esta Cartera Ministerial 
se encargará del seguimiento a la ejecución de estos recursos e informará a la ADRES las apropiaciones que no 
se comprometerán, con el propósito de que estos hagan parte de la unidad de caja para financiar el aseguramiento 
en salud. 
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7. La función de expedir actos administrativos particulares y concretos 
relativos a los procesos y funciones establecidos en el artículo 13 del 
Decreto 1429 del 20162.  

 
 
 

CAPÍTULO II 
 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL DIRECTOR DE LIQUIDACIONES Y 
GARANTÍAS 

 
Artículo 2. Delegar en el Director de Liquidaciones y Garantías, la función de ordenar 
el gasto sin límite de cuantía en lo que concierne a los siguientes procesos y 
funciones afines o complementarias: 
 

1. El proceso integral de compensación. 
 

2. El proceso de prestaciones económicas de afiliados al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud. 

 
3. El proceso de devolución de aportes y de corrección de registros 

compensados. 
 

4. Los montos de intereses de mora por el pago no oportuno de las 
cotizaciones y de los rendimientos financieros de las cotizaciones 
recaudadas en las cuentas maestras de recaudo a ser apropiados por 
las EPS y EOC para financiar actividades relacionadas con el recaudo 
de cotizaciones y para evitar su evasión y elusión. 

 
5. El proceso de liquidación y reconocimiento de la Unidad de Pago por 

Capitación (UPC) del régimen subsidiado. 
 

6. El reconocimiento de las prestaciones económicas de los afiliados a los 
regímenes especiales o de excepción con ingresos adicionales y la 
devolución de aportes pagados sin justa causa directamente a la 
ADRES.  

 
 

7. La devolución de mayores valores pagados por las entidades 
requeridas, en el marco del procedimiento de reintegro de recursos. 
 

8. Los mecanismos de salvamento financiero previstos en el artículo 41 del 

 
2 ARTÍCULO 13. FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE GESTIÓN DE LOS RECURSOS FINANCIEROS 
DE SALUD. Son funciones de la Dirección de Gestión de los Recursos Financieros de Salud, las siguientes: 
(…) 
8. Efectuar el recaudo y el control de las fuentes de los recursos previstos en los artículos 66 y 67 de la Ley 1753 
de 2015 y las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan, de acuerdo con las directrices, instrucciones, 
conceptos y mecanismos establecidos para tal fin. 
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Decreto — Ley 4107 de 20113, excepto para la suscripción de los 
convenios o contratos a que haya lugar.  

 
9. Los valores apropiados en el presupuesto de gastos de la ADRES, 

asociados a la devolución de aportes con cargo al Sistema General de 
Participaciones, así como la devolución de los rendimientos financieros 
a que haya lugar en virtud del Artículo 12 del Decreto 1636 de 2006, 
calculados con base en la información de la Dirección de Gestión de los 
Recursos Financieros de la Salud. 

 
10. El giro de los recursos para fortalecer las funciones de Inspección, 

Vigilancia y Control de las entidades territoriales a la Superintendencia 
Nacional de Salud de conformidad con el artículo 119 de la ley 1438 de 
2011 y el artículo 76 de la Ley 1955 de 2019. 

 
11. Ordenar el gasto sin límite de cuantía en lo que concierne al pago 

derivado de conciliaciones, sentencias de cualquier jurisdicción y fallos 
de acciones constitucionales ejecutoriados y en firme que impongan 
obligaciones a cargo de la ADRES por concepto de prestaciones 
económicas reconocidas a afiliados al sistema de salud o cualquier 
proceso relacionado con las funciones de esta dirección; para el efecto, 
la Oficina Asesora Jurídica brindará el acompañamiento que 
corresponda, en cada uno de los procesos administrativos previos a la 
ordenación del gasto4. 

 
 
Parágrafo: Esta delegación implica la certificación de resultados y descuentos 
correspondientes para que se proceda al giro respectivo. 
 
Artículo 3. Delegar en el Director de Liquidaciones y Garantías, la función de expedir 
actos administrativos particulares y concretos relativos a las siguientes finalidades: 
 

1. Resolver las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas 
a los aportantes a regímenes especiales o de excepción con ingresos 
adicionales. 

2. Resolver las solicitudes de devolución de aportes pagados sin justa 
causa directamente a la ADRES. 

 
3 ARTÍCULO 41. SUBCUENTA DE GARANTÍAS PARA LA SALUD. En el Fondo de Solidaridad y Garantía, 
Fosyga, funcionará la Subcuenta de Garantías para la Salud con el objeto de: 
a) Procurar que las instituciones del sector salud tengan medios para otorgar la liquidez necesaria para dar 
continuidad a la prestación de servicios de salud; 
b) Servir de instrumento para el fortalecimiento patrimonial de aseguradores y prestadores de servicios de salud 
y de garantía para el acceso a crédito y otras formas de financiamiento; 
c) Participar transitoriamente en el capital de los aseguradores y prestadores de servicios de salud; 
d) Apoyar financieramente los procesos de intervención, liquidación y de reorganización de aseguradores y 
prestadores de servicios de salud.
(…)
4 La Oficina Asesora Jurídica realizará la suscripción del acta en cada proceso judicial, verificará los documentos que componen el expediente
para efectos de garantizar que se cuenta con la información necesaria que permita realizar el pago, proyectará la solicitud de CDP y la resolución 
que dispone el reconocimiento y pago respectivo, la cual será radicada en la Dirección de Gestión de recursos financieros, previa suscripción de 
la dirección de Liquidaciones y Garantías. 
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3. Resolver el recurso de reposición que se interponga contra los actos 

administrativos enunciados en los numerales 1 y 2, si a ello hubiere 
lugar. 

 
4. Resolver las solicitudes de revocatoria directa que se interpongan contra 

los actos administrativos enunciados en los numerales 1 y 2 si a ello 
hubiere lugar. 

 
5. Adelantar el procedimiento de reintegro frente a los recursos del 

aseguramiento en salud, presuntamente apropiados o reconocidos sin 
justa causa, resolver cualquier requerimiento que se presente en 
desarrollo de éste y, en caso de que se establezca que se configuró una 
apropiación o reconocimiento sin justa causa ordenar el reintegro 
correspondiente. 

 
Artículo 4. Delegar en el Director de Liquidaciones y Garantías y en el Subdirector 
de Liquidaciones del Aseguramiento, la función de representación legal de la 
entidad para efectos de la participación en las mesas de saneamiento de aportes 
patronales correspondientes a las vigencias 2012 a 2016 de las que trata la 
Resolución 2024 de 2018 o la norma que la modifique o sustituya, incluyendo la 
suscripción de las actas de conciliación. Esta delegación podrá ser ejercida de 
manera alternativa por los referidos servidores públicos en función de su 
disponibilidad. 
 

CAPÍTULO III 
 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL DIRECTOR DE OTRAS PRESTACIONES 
 
Artículo 5. Delegar en el Director de Otras Prestaciones, la ordenación del gasto 
sin límite de cuantía, de los recursos que resulten del proceso de liquidación y 
reconocimiento por concepto de los servicios y tecnologías en salud no financiadas 
con cargo a la UPC así como de los recursos que resulten de las reclamaciones por 
servicios de salud, indemnizaciones y gastos derivados de accidentes de tránsito 
que involucren vehículos automotores no asegurados con póliza SOAT o no 
identificados, eventos catastróficos de origen natural, eventos terroristas y los 
demás eventos aprobados por el Ministerio de Salud y Protección Social.  
 
Parágrafo: Delegar en el Director de Otras Prestaciones de la Administradora de los 
Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES la función de 
ordenar el gasto sin límite de cuantía, para el pago derivado de conciliaciones, 
sentencias de cualquier jurisdicción y fallos de acciones constitucionales 
ejecutoriados y en firme que impongan obligaciones a cargo de la ADRES por 
concepto del reconocimiento y pago de los procesos a cargo de dicha dirección; para 
tal efecto, la Oficina Asesora Jurídica brindará el acompañamiento que corresponda, 
en cada uno de los procesos administrativos previos a la ordenación del gasto5. 

 
5 La Oficina Asesora Jurídica realizará la suscripción del acta en cada proceso judicial, verificará los documentos 
que componen el expediente para efectos de garantizar que se cuenta con la información necesaria que permita 
realizar el pago, proyectará la solicitud de CDP y la resolución que dispone el reconocimiento y pago respectivo, 
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Artículo 6. Delegar en el Director de Otras Prestaciones, la función de expedir actos 
administrativos particulares y concretos respecto de los siguientes procesos y 
funciones afines o complementarias al mismo: 
 

1. Adelantar el procedimiento de reintegro frente a los recursos 
presuntamente apropiados o reconocidos sin justa causa por concepto 
de servicios y tecnologías de salud no financiadas con cargo a la UPC, 
así como de los recursos que resulten de las reclamaciones por 
servicios de salud, indemnizaciones y gastos derivados de accidentes 
de tránsito que involucren vehículos automotores no asegurados con 
póliza SOAT o no identificados, eventos catastróficos de origen natural, 
eventos terroristas y los demás eventos aprobados por el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 
 

2. Adelantar el procedimiento para determinar las obligaciones a favor del 
SGSSS por concepto del derecho a repetir6 que le asiste a la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud – ADRES en contra de los propietarios y/o conductores 
de los vehículos no asegurados con póliza SOAT que se vean 
involucrados en accidentes de tránsito. Esta actuación administrativa 
culminará con la expedición del acto constitutivo del título ejecutivo.  

 
Parágrafo: Esta delegación conlleva la función de resolver cualquier requerimiento 
que se presente en desarrollo de ésta, y en caso de que se establezca que se 
configuró una apropiación o reconocimiento sin justa causa ordenar el reintegro 
correspondiente. 
 
Artículo 7. Delegar en el Director de Otras Prestaciones de la Administradora de 
los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES, la 
función de representación legal de la Entidad para que suscriba contratos de 
transacción en el marco de lo establecido en el artículo 237 de la Ley 1955 de 2019, 
reglamentado por el Decreto 521 de 2020, y en el artículo 2469 del Código Civil (así 
como las demás normas que los sustituyan, adicionen o modifiquen). En todo caso, 
para efectos de la suscripción de los contratos de segundo segmento con procesos 
judiciales, la Oficina Asesora Jurídica brindará el apoyo, seguimiento 
correspondiente.
 
 

CAPÍTULO IV 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL DIRECTOR ADMINISTRATIVO Y 
FINANCIERO 

 

 
la cual será radicada en la Dirección de Gestión de recursos financieros, previa suscripción de la dirección de 
Otras Prestaciones. 
6 Por el pago efectuado por la ADRES por los conceptos de las indemnizaciones efectuadas y/o los servicios de 
salud brindados a las víctimas del accidente de tránsito que involucran a vehículos no asegurados con póliza 
SOAT legal y vigente.  
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Artículo 8. Delegar en el Director Administrativo y Financiero la función de ordenar 
el gasto sin límite de cuantía de los recursos de la Unidad de Gestión General de la
Entidad, incluido el porcentaje de hasta el (0.5%) de los recursos administrados con 
situación de fondos, destinados para la organización y funcionamiento de ésta. 
 
Artículo 9. Delegar en el Director Administrativo y financiero, la función de proferir 
el acto administrativo por el cual se ordena el pago de las cuentas de cobro por 
concepto de cuotas partes pensionales que se encuentren ajustadas a la Circular 
Conjunta 069 de 2008, expedida por los Ministerios de Hacienda y Crédito Público 
y de Salud y Protección Social. 
 
Artículo 10. Delegar en el Director Administrativo y Financiero, la función de 
adelantar los procesos de contratación en cualquiera de sus modalidades, sin límite 
de cuantía e independientemente de su objeto, requeridos para el normal 
funcionamiento de la Entidad y el desarrollo del objeto legal de la misma. 
 
Esta delegación incluye la realización del proceso necesario para la celebración de 
convenios. 
 
Parágrafo 1: En desarrollo de esta delegación, deberá adelantar todos los trámites 
necesarios antes de iniciar la ejecución del contrato, así como realizar la 
adjudicación si fuere el caso, perfeccionamiento, liquidación, terminación, 
modificación, suspensión, cesión, adición y/o prórroga de contratos y convenios y 
demás actos inherentes a la actividad contractual; actividades que deberán 
adelantarse en los términos definidos por el Estatuto de Contratación de la 
Administración Pública. 
 
Así mismo, podrá hacer efectivas las garantías constituidas contractualmente a 
favor de la ADRES. 
 
Parágrafo 2: Esta delegación no incluye la función contenida en el Decreto 852 de 
2018, desarrollado por el convenio interadministrativo 181 de 2018 suscrito entre la 
ADRES y el Ministerio de Salud y Protección Social, respecto a la compra directa 
de medicamentos, insumos y dispositivos no cubiertos en el Plan de Beneficios en 
Salud para el régimen contributivo, la cual continúa en cabeza del representante 
legal de la ADRES, conforme a lo señalado en el convenio interadministrativo 181 
de 2018, atrás citado. 
 
Artículo 11. Delegar en el Director Administrativo y Financiero, las facultades 
otorgadas en el Estatuto General de Contratación Pública para adelantar el proceso 
de incumplimiento de las obligaciones derivadas de los contratos suscritos por la 
ADRES, incluidos aquellos a los que se refiere el artículo 24 del Decreto 1429 de 
2016, modificado por el artículo 4º del Decreto 546 de 2017 o las normas que lo 
modifiquen o sustituyan. 
 
El Director Administrativo y Financiero, contará con todas las atribuciones previstas 
en el citado Estatuto y en especial las señaladas en el artículo 18 de la Ley 80 de 
1993, el artículo 17 de la Ley 1150 de 2007, el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 
y las demás normas que los adicionen, modifiquen o sustituyan. Dentro de estas 
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facultades se encuentran las de declarar el incumplimiento, cuantificar los perjuicios 
de éste, imponer las multas y sanciones pactadas en el contrato y hacer efectiva la 
cláusula penal. 
 
Artículo 12. Delegar en el Director Administrativo y Financiero, la expedición de los 
actos administrativos relacionados con licencias, comisiones, permisos, 
vacaciones, descansos compensados, prestaciones y demás situaciones propias a 
la Administración de Personal de la ADRES, con excepción de los actos inherentes 
a la facultad nominadora.  
 
Artículo 13. Delegar en el Director Administrativo y Financiero, las siguientes 
funciones: 

 
1. Tomar el juramento y dar posesión a las personas incorporadas, 

nombradas o designadas en los empleos de la planta de personal de la 
ADRES, respecto de los empleos del nivel asesor, gestor, gestor de 
operaciones, técnico y asistencial. 

2. Tomar el juramento de los funcionarios encargados en un empleo 
diferente del cual son titulares. 

 
Artículo 14. Delegar en el Director Administrativo y Financiero la representación 
legal de la Entidad, para la suscripción de los documentos inherentes al trámite de 
cobro de incapacidades de los trabajadores de la ADRES ante las correspondientes 
EPS, cuando así se requiera. 
 

CAPÍTULO V 
 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL JEFE DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA 
 
Artículo 15. Delegar en el jefe de la Oficina Asesora Jurídica la representación 
judicial, extrajudicial y administrativa de la ADRES, para la defensa de los intereses 
de ésta. En ejercicio de dicha facultad podrá: 
 

1. Notificarse y constituir apoderados para que ejerzan la representación 
judicial, extrajudicial y administrativa en los que sea parte o tercero 
interviniente la ADRES, confiriéndoles las atribuciones necesarias en los 
términos y con las limitaciones legales y reglamentarias, para el desempeño 
del mandato. 

2. Ejercer en los procesos judiciales y conciliaciones extrajudiciales,
directamente o a través de apoderado judicial, las demás actuaciones que 
sean necesarias para la defensa de la Entidad. 

3. Actuar en materia de conciliación, conforme a las decisiones y
recomendaciones impartidas por el Comité de Conciliación de la ADRES.

Artículo 16. Delegar en el jefe de la Oficina Asesora Jurídica la función de expedir 
los actos administrativos mediante los cuales se ordene el cobro de obligaciones a 
favor de la ADRES o de otras entidades subrogadas por ésta, así como resolver los 
recursos que se presenten contra estos actos administrativos y adelantar el trámite
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de recaudo de cartera en la etapa persuasiva y coactiva, de todas las obligaciones 
que se generen a favor de la ADRES. 
 
Artículo 17.  Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Administradora 
de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES la 
expedición de los conceptos de capacidad económica de las parejas que quieran 
acceder a los tratamientos de fertilización en cumplimiento de la Sentencia SU 074 
de 2020 y los fallos de tutela que ordenen el estudio de ausencia de capacidad 
económica y gastos soportables de la pareja. 
 

CAPÍTULO VI 
 

FUNCIONES DELEGADAS EN EL DIRECTOR DE GESTIÓN DE TECNOLOGÍAS 
DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIONES 

 
Artículo 18.  Delegar en el Director de Gestión de Tecnologías de Información y 
Comunicaciones, la función de reportar o poner a disposición de la 
Superintendencia Nacional de Salud, según corresponda, la información solicitada 
por ésta en el literal b) de la Circular Externa 6 de 2018, o las demás disposiciones 
que la modifiquen o sustituyan. 
 
Parágrafo: El reporte de esta información deberá efectuarse en los plazos y 
condiciones definidos por la Superintendencia Nacional de Salud, para lo cual las 
áreas de la Entidad productoras de la misma deberán procesarla y mantenerla 
actualizada en los Sistemas de Información de la ADRES. 
 
Esta Delegación incluye la recepción de requerimientos realizados por la 
Superintendencia Nacional de Salud en torno a los reportes realizados o 
información disponible, así como el envío de los correspondientes ajustes que 
deban realizarse a la misma, atendiendo la información que le sea suministrada por 
el área competente al interior de la ADRES. 
 

CAPÍTULO VII 
 

DISPOSICIONES FINALES 
 
Artículo 19.  En arreglo a lo dispuesto en el artículo 211 de la Constitución Política 
y el artículo 12 de la Ley 489 de 1.998, la Dirección General de la ADRES, podrá 
en cualquier momento reasumir la competencia y revisar los actos expedidos por el
delegatario. 
 
Artículo 20. Los funcionarios delegados a través de la presente Resolución 
deberán adoptar y cumplir a cabalidad las delegaciones que le han sido asignadas 
en la misma, siguiendo para ello las disposiciones internas y externas que regulen 
cada tema. 
 
Artículo 21. Los delegados entregarán trimestralmente al Director General de la 
ADRES, un informe detallado de las actividades adelantadas en virtud de la 
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delegación conferida a través de la presente resolución, en el formato que se defina 
para tal efecto.  
 
Parágrafo: Para efectos de la vigencia del año 2021, se deberá entregar un informe 
detallado de las actividades adelantadas en virtud de las delegaciones conferidas 
en las Resoluciones 16571 de 2019, 3074 de 2020, 578 de 2021 y 285 de 2022, a 
más tardar el 30 de julio del 2022 en el formato que se destine para tal efecto.  
 
Artículo 22. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial las Resoluciones 
16571 de 2019, 3074 de 2020, 578 de 2021 y 285 de 2022. 
 
 
Dada en Bogotá D.C. 

 
 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
JORGE ENRIQUE GUTIERREZ SAMPEDRO 

DIRECTOR GENERAL DE LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD-ADRES 

 
 
 

 
Elaboró: Nathaly A.  
Revisó: Rodriguez L. Montenegro J. Castillo R.  
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GUTIERREZ SAMPEDRO
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  ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES  

 
RESOLUCIÓN NÚMERO 0089563 DE 2024 

 
(17 de julio) 

 
"Por la cual se efectúa un nombramiento ordinario en la planta de personal de la 

Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud- ADRES” 

 
EL DIRECTOR GENERAL DE LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS 
DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES 

 
En ejercicio de sus facultades legales y en especial de las conferidas por el 

artículo 2.2.5.3.1 del Decreto 1083 de 2015, artículo 4 del Decreto 1431 de 2016, 
el Decreto 1995 de 2022,   

y 
 

CONSIDERANDO 
 
Que el artículo 6 del Decreto 1429 de 2016 establece la estructura de la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
- ADRES, para el desarrollo de sus funciones.  
 
Que mediante el Decreto 1431 de 2016 se establece la planta de personal de la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
- ADRES, creando el empleo Jefe de Oficina Asesora Código 202 Grado 03 
asignado a la Oficina Asesora Jurídica de la Administradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES.  
 
Que la entidad solicitó proceso meritocrático al Departamento Administrativo de la 
Función Pública el cual fue presentado por el señor MARCOS JAHER PARRA 
OVIEDO, el día 05 de junio de 2024.  
 
Que la hoja de vida del señor MARCOS JAHER PARRA OVIEDO fue publicada en 
la página electrónica de la Presidencia de la República el día 11 de julio de 2024 y 
en la página electrónica de la Administradora de los Recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud - ADRES el día 11 de julio de 2024, en los términos 
señalados en el artículo 2.2.13.2.3 del Decreto 1083 de 2015.  
 
 
Que, en mérito de lo expuesto,  
 
 

RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1°. Nombrar con carácter ordinario al señor MARCOS JAHER PARRA 
OVIEDO, identificado con la cédula de ciudadanía número 79.126.005 en el empleo 
de Jefe de Oficina Asesora Código 202 Grado 03 asignado a la Oficina Asesora 
Jurídica de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud – ADRES. 
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ARTÍCULO 2°. Comunicar el contenido de la presente Resolución al señor 
MARCOS JAHER PARRA OVIEDO. 
 
ARTÍCULO 3°. La presente Resolución rige a partir de la fecha de su expedición.  
 
Dado en Bogotá D.C., a los (17) días del mes de julio de 2024. 
 
 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

FÉLIX LEÓN MARTÍNEZ MARTÍN  
DIRECTOR GENERAL 
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